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ALEGATOS FINALES DE LA

COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECI-IOS HUMANOS
ANTE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

EN EL CASO DE LA
COMUNIDAD INDíGENA MAYAGNA (SUMO)

DE AWAS T1NGNI
CONTRA LA REPÚBLICA DE NICARAGUA

1. INTRODUCCiÓN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos {en adelanta la
"Comisión" o la "Comisión Interamericana") ha presentado a la Corte lnteramericana de
Derechos Humanos (en adelante la "Corte") una demanda en contra de la República de
Nicaragua (en adelante el "Estado" o el "Estado de Nicaragua") con relación al caso de la
Comunidad Indígena Mayagna (SUr.10) de Awas Tingni (en adelante la "Comunidad" o la
"Comunidad Awas Tinqni"}. La demanda plantea que el Estado ha violado la Convención
Americana sobre Derechos Humanos len adelante la "Convención" o la "Convención
Americana") por la falta de medidas necesarias para garantizar los derechos de la
Comunidad en relación con Sil tiarra tradicional, inclusive la falta de medidas d"
demarcación o titulación, y por el otorgamiento de una concesión a la compañía Sol del
Canbe, S,A. {en adelante "SOLCARSA"I para cortar madera en dicha tierra, La demanda
además plantea que el Estado de Nicaragua ha violado la Convención Americana al no
garantizar un recurso judicial efectivo para responder a las derncndas de la Comu nidad
sobre su tierra y recursos naturales tradicionales.

2. Después de haber fallado en contra de las excepciones pretirmnares
interpuestas por el Estado, la Corte convoca una audiencia pública sobre el fondo del caso.
Esta audiencia fue celebrada los dras 16, 17, Y 18 de noviembre del año 2000 en la sede
de la Corte. ' En la audiencia, la Comisión presentó las declaraciones de ocho testigos 'l
cuatro peritos. Estos testimonios complementan la prueba documental que la Comisión
había presentado a la Corte en los anexos de sus escritos anteriores." Adicionalmente, en
la audiencia la Corte recibió la declaración de un testigo convocado por la misma Corte y
recibió documentos entregados por este testíqo." Por su parte, el Estado de Nicaragua no
presentó ningún tes:igo o perito en la audiencia sobre el fondo, aunque sf presentó algunos
documentos supuestamente probatorios como anexos a su escrito de excepciones
preliminares y su escrito respondiendo a la Demanda de la Comisión.

, Véase Corte IDH. Caso Com.J~idad Mavagna (sumo: Awas Tingn; Transcripción ca la euotenc.a ¡;ublico socre el
fondo, celebrada los días 16, 17 V 1a de ~O'Ji.mbr. d. 2~OO, on la sede ee la Co-to Ion adelante "Traoscrlpclón de l.
audiencia sobre el fondo "l.

l V~~S;Q Añcxa e de la Demanda de la Comisión lrrte-a-ner eana de ~ere~hos Humanos ante 18 cor:e
lr-tererne-tc arta de Derecl-c s Hurr-urtoa €r"l el Caso de la Coml.Jnidsd Indfge!""8 r..~aya~na ¡Sumo) de A'.vüs ..... ·gni COnl"<3, la
República de Nicaragt..a, 4 de [urnc de ~ 998 len adelante la ":-enull"'da de la Comlsrón"}: Anexos de la R~s"ue.s~a dé la
Ce ...... isiór lnteremericana de Oi"rer;hQ$ -íurnanoe u 1<:1.::: Excepciones Prelimirares pte serrteo ae por el Estada de N'c araqua a la
Ce-te lnterar."'!ar¡~ana de Dc~ec~':-s Hc-neooe en .¡;;L ;:'¡¡!io!;l :::le i:l Ccrr urtidad líldr9Gr"'~ r·..1a~'~9r~"!I ~SUIYlC) d09 ~\W~6 -'rBni, 25 de
septiembre de 1 i1SS (en cdelilrt€ h~ÚSpuc.·sta de a CIDH ;;1 las exce'pci::mes prellminu-ea"}: además I~ presentación e la ce-te
de vanos documentos presentados pcr la COr"nj~iór"l mecíente su corounicecrcn del 29 ce anerc de :200;:;. res¡:,·-::ndie,'do a los
eecc-nentos entregados por el le5tlgo Centeno"

.J VQ2lISQ documentos rectb'ooe po- la Corte r""'édiante S:.J Resc,·luclón de 24 de ncv icrr-nre ~c 2':lOC.
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3. La Comisión lnterarnericana presenta a continuación sus alegatos finales,
resumiendo los hechos comprobados y los fundamentos legales para concluir que el Estado
de Nicaragua ha violado la Convención Americana en relación a los derechos humanos de
los miembros de la Comunidad Awas Tingni.

11. LOS HECHOS COMPROBADOS

4. La evidencia documental y testimonial presentada a la Corte comprueba los
hechos que f(.;ndamentan la demande en el presente caso y que llevan a viotaciones de I¡:¡
Convención Americana. La escasa e incompleta evidencia documental que ha presentado
el Estado no llega a refutar las violaciones de derechos humanos señalados por la
Comisión, más bien tiende a confirmar estas violaciones.

A. La existencia y continuidad histórica de la Comunidad Awas Tingnl

5. Las declaraciones de los testigos J;¡rime Castillo. Charlie Melean, y Wilfredo
McClean, miembros de la Comunidad, y de los testigos Dr. Theodore Macdonald y Dr.
Galio Gurdian, ambos antropólogos con conocimiento amplio y directo sobre los pueblos
:ndígenas de Nicaragua, confirman que Awas Tingni es una comunidad indígena Mavaqna
originaria de la Costa Atlántica de Nicaragua, que tiene una membresía definida. y Que
mantiene un sistema tradicional de organización comunitaria y de liderazgo ligado a un
espacio territorial y una cultura diferenciada.

6. De acuerdo al censo levantado por los miembros de la Comu nidad en el año
1992 la Comunidad tenía en ese año una población de 629 personas. La documentación
de este censo se encuentra en el Anexo C.13 a la Demanda de la Comisión. ~ ti
documento del censo indica los nombres de cada uno de los integrantes de la Comunidad.
El Sr. Charlie McClean, uno de los dirigentes de Awas Tingni, testificó que desde que se
levantó el citado censo, el número de integrantes de la Comunidad ha aumentado y que,
según el último censo levantado por la Comunidad, Awas Tingni ahora tiene 1016
miembros. El Sr. McClean mismo participó en el levantamiento del último censo."

7. El Estado cita un censo provefdo por el Instituto Nacional de Estadísticas y
Censos, en donde se indica que el número de personas de la Comunidad es 576,6 pero no
se .norca la fecha del censo ni en el trabajo en que se basa. El testigo convocado por la
Corte, señor Marco Centeno Caffarena, funcionario del Estado quien fue propuesto
oriqinalrnente por éste, habló de un censo de 1995 en donde se ponía el de "la Población
Mayagna en la Costa Atlántica" en 407.' Esta inconsistencia en las estadísticas
manejadas por el Estado confirma la praocupac.ón de la Comisión que para los pueblos
indíqenas de América y de Nicaragua los censos poblacionaies oficiales han sido poco
confiables. La Comunidad Awas Tingni ha mantenido su propio censo por las mismas

-----_.._-- ---
Il La documentación del ::::e;¡$O as l.f"'. enexc a la soucnua de te Comunided IUayagr.2J de Awas n'1gni~! Consejo

l:'(iJg..ene! de /a Reglón Autónoma Atlánrico Norte p~ra e,' R~c(Jnl3ckru~nu;J Chcr"~1 y. Oerrrarceciáo dE las Tir;rras Aacesrrstas de
la Comuniaed.; Anexe C.13 a !a uel"r"l8n:ja de la Corn¡siÓf'\),

~ Transcrtpcicr' ce la audil::.nciB acere el tondo. supra. pág. 23.
1; Anexe 1 Z de la Contesttción de ~~ Rep(Jb:.ca de ~".icaraQua de la. Oamand;¡;!l Pre.sentac a a .... te lt=. CQrt'"

n:eri;llmii::~ic~na des Derechos ....,umanos En"l el C.I¡I.so de La Cc:·rr.unidad 1\·1ayagna de A"vas Tign ..
7 Tr ansorccién d":! 1$ ai.díencia SQD~e el fondo, SCJOra. ::.ég. 1S6.
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preocupaciones . A juicio de la Comisión, el censo mantenido por la Comunidad es el más
confiable.

8. Los detalles sobre la historia. organización. cultera. tenencia de la t .erra y
recursos naturales de la Comunidad se encuentran en el informe preliminar del estudio
etnográfico del Dr. Macdonald , Anexo C.3 a la Demanda de la Comisión." En su testimonio
ante 'a Corte. el Dr. Macdonald explicó que, después de escribir el informe prel iminar sobre
su estudio. continuó su investigaciór. sobre Awas Tingni con otra visita a la zona de Awas
Tingni y entrevistas con comunidades vectnas." El Dr . Macdonald afirmó que su
investigación posterior confirmó las conclusiones de su informe preliminar. lo que viene
documentado en su informe final escrito en 1999, el cual fue entregado a la Corte
mediante su comunicación del 29 de enero de 2001 . '0

9. El Estado ha intentado deslegitimizar el estudié del Dr. Macdonald, pero sin
presentar ninguna evidencia que contradiga 105 hechos y conclusiones expuestas en e ~

mismo y sin haber estudiado el informe final. El testigo convocado por la Corte. señor
Marco Cen~er,o Cattarena, funcionario del Estado qu ien fue propuesto originalmente por
éste, presentó a ia Corte unos documentos elaborados por el Sr. Ramiro García Vásques.
en donde se pretende hacer un análisis crrtlco del trabajo del Dr. Macdonald.· I Tal como
ha expuesto el Dr. Macdonald y el perito Dr. Charles Hale, las crttlcas del Sr. Garcra
Vásques no tienen validez y por lo tanto deben ser rechazadas por la Corte."! Sobre todo.
el Sr. Garcfa Vásques no está calificado para evaluar el trabajo etnoqréfico del Dr.
Macdonaíc. ni para analiza r la existenc ia y bases históricas de una comunidad lndlqena . El
Sr. García no es antropólogo ni tiene ninguna experiencia con los pueblos indígenas de la
Costa Atlántica. El Sr. Garcla se autoidentifica como arqueólogo. pero su curriculum vit ae
indica que su única credencial académica es una Ilcenciatura en biología.

10. Los peritos Dr. Charles Hale y Dr. Rodolfo Stavenhagen, ambos antropólogos
destacados quienes sf están calificados para comentar sobre un trabajo etnográfico.
estud iaron la metodología y conclusiones del Dr. Macdonald y declararon ante la Corte que
las conclusiones del Dr. Macdonald están bien f undamentadas de acuerdo a los métodos
aceptados por la c.ancia antropológiC1'l. ' :;

11. En sus declaraciones ante la Corte. el testigo Dr. Gurdian y el perito Dr. Hale.
quienes son expertos con conocimiento directo sobre las comunidades Mayagna y Miskito
de la Costa Atlántica nicaragüense. confirmaron que Awas Tingr.i es una de las

e. AV/8S Tingni: Un estuato ~rn(J9r¡jfico dé la comuniaea y su tcrmono-stntorme prelim if18r (19 9 6J tTheodore
Macd;)nald. invest Igador cr -ncipa ll. Anexo C.3 8 l~ ='em8'lCII de loC' Corr.i,i;'n (en adelante "lr- t c rrne P~e b-nlnnr de Macdoneld ").

:;'1 T ranac -lpcién díl la ~ud je nei~ sobre el ':O'1CO. suar», págs. 45·45 .
" '<'W8S Tigni: un estu r;I..o ernQgráf"c~ de ia Comumáoá y su terrttorio-e tntorme :9 9 91 (Teeaoore Maoo::>n. rd ,

irw e$t iaador principal). ertregada 8 la Corte el 29 oe "oero dé 2001 la,. adél.'IO 'Infarn"Q .,nal de Macoon8;o " :"
., Véeee Ra"""'lir" Garcr~ \/~sqwes, Dlet8m~f7 etnogr6.'r"r;:o ¡JI dccument~ elaborad:!! ptJ:' el Dr. Tcodoro ,~-riJCdcn8/d

(ad junto 8 la c erts del Sr. Mareo r..nIQM ::: . 01 Dr. ManLJ~1 Ventera . Seo'stario de la Corte. 21 da r.o.'iambre dé 2000::
R:m,i~o G5t:;íril VéEiqu13:S. Con.sideraciones etncgrtJf/c8s sobre /8 (j(.1)¡ll(;i~n Sum.( ~tf1;1i q,,~ ,e asent6 an la p~rte d~1 remtor.a
eutonorno Atlántico norte, Nir;a"'agvfJ l a -:l j u n t~ a la certe del Sr. vlarcc Center o al Dr. MBnllel Ventura, Secretarrc de la C:lr'té .
21 dé ncvc-nore de 200e·).

. : V éeee Dr. Theodcre M~=conald l escrito d4ilJ 26 de d ie ernb-e dQ 2000. resporrdienoo al dictamen e '".:n~3 rM ico del
S~ . '~ e rc r.;J Vásq ue5 (¡:'rBsent ec o 3 la :one por I~ Comi5-ión a trav~s de su eC'rT'l..Jn ic.úc ión de l 2 9 de ene -o de 2C01 }; Dr.
Charles ;- ale, Cornernerica 50ere "Dictamen Etncgrilf ico 31DCCU~l;:ntQ Elaborado por él Oro Tscccro MacDc na e" por RamIro
Garcia V asqves, ;:!.rQueOI~go tpl esentad C: a la Car:e cor la Comisi¡;)n rnec üa rrte su comunicación dal 29 ce e nero d e: 20C '! ; .

-3 TI'~t"'s ~ri~ciñn d~ 16 ~volij l1c i a sobre ti (.:1f'Ldo. supr« . ptlgs. 73-74.154.
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comunidades descendientes de las agrupaciones indígenas Mayagna quienes han habitado
el área desde tiempos inmemoriales. " Tal como lo expone el Dr. Macdonald .. Awas Tingni
es del grupo lingüístico denominado Panamahka, uno de los sub-qrupos de la etnia
Mayagna. ' S Awas Tingni, al ¡gua: que las otras comunidades indfgenas de la región, es
una comunidad que ha resultado de unos procesos de evolución de organización social
entre los Mayagna. Estos procesos se deben a varios factores. muchos de éstos ligados a
los encuentros a través de la historia entre los Mayagna V no Mayagna,16 Sin embargo,
dentro del esquema de la evolución típica de los pueblos indfgenas de los países
americanos explicado por los peritos Stavenhagen y Hale, Awas Tingni es una comunidad
con liderazgo y orqanización interna propia que representa la continuidad de la presencia
histórica Mayagna en la región. 17

- B. La tenencia tradicional de la tierra y de los recursos naturales de la
Comunidad

-

-

-

-

12. La evidencia ante la Corte ha demostrado sin duda que la Comunidad Awas
Tingni usa y posee tradicionalmente un espacio territorial, y que este espacio y los recursos
naturales dentro del mismo forman elementos cruciales para la existencia, cultura, y
continuidad de la Comunidad ."

13. Tal como lo explicó el testigo Charlie McLean, dirigente de la Comunidad, el
área usada y ocupada por la Comunidad y sus antepasados está indicada por el mapa
hecho a mano por miembros de la Comunidad en el año 1991, un mapa elaborado sin la
ayuda de persones no integrantes de la Comunidad. Haciando referencia a este mapa, el
cual se encuentra en el Anexo C. 1 a la Demanda de la Comisión, el Sr. McClean señaló a la
Corte la manera en que la Comunidad ha ocupado y continúa ocupando la tierra para vivir
y realizar actividades de subsistencia. Además, señaló lugares de importancia religiosa y
cultural. y relató a la Corte la historia de la Comunidad en relación al territorio señalado. '3

El testigo Jaime Castillo, otro mternbro y dirigente de la Comunidad, relató cómo él camina
hasta 15 días para llegar a los terrenos de caza tradicionalmente US'H-iUS por la
Comunldad.:"

14. Otro de los mapas presentados a la Corte es el mapa en el Anexo C.4 a la
Demanda de la Comisión. Este mapa también repréSenta la tierra usada y ocupada por la
Comunidad, pero es más preciso V contiene más información sobre los usos de la tierra que
el mapa elaborado por la Comunidad en 1991. Como el Dr. Macdonald mostró a la Corte
en la audiencia sobre el fondo, ambos mapas indican la misma área geográfica. El mapa
más detallado fue elaborado con la participación de miembros de la Comunidad como parte

,. 'bid. págs. 104, 155
11i tn!otme Final de rvtacdonalc. suprs, pág. 3; lntcrrne pre lrninnr ue \'1(;1c!;iQ.,,;¡¡¡d. supr«, Anexo C.J a rs DemandE!

de la e')r:""I!5ién. pág. 5;.
16 Ibi(j págs. s-s.
',' Véase Ibid págs. 10-16. Transcripcló·, d. la audiencia sobre 81 fc~do, supr«. pags. 51 ttestirnonio del ,a.tigc­

Macdoriatd}: 70-71 . 7 ó-7 S. SO ,decla"ción d31 perito Ste'lenhagan!; 151, 1 '55 Id8e laraciór cel p.ri~o Halej.
1~ véase Transcripción de la audtencte sobre el fondo, suprs, ",6Q. 72·'73 rdec:I'::H<!Ic,i¿r" del certtc D~ Sto ....·enhagen

50brfll liI Importancia dé la tierra para les¡ P·.JW'::.IN; itidrgenas an Qenerall.
\9 Transc ripcién de ID audiencie. stbr13 el "0,'00, SUp:'8, págs. 24-27. 41-42; vé~$e ~amt:::iér, Anexe C.2 a la

Oemanda de la CemisiSn lescrltos por C1a rlie r.,·1cle.::.n de la histeria :::le Awas Tln;Jni y su tarr¡tor·c;.
20 -;-renscri~ci6r"1 de "a ':H..dle ncie sobre el f-cnd::l. supr», páS$· 15-15.
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del estudio etnográfico coordinado por el Dr. Macdonald, utiliz ando tecnología moderna. "
El testigo Dr. Gurdian y el perito Dr. Hale precisaron que la metodologfa utilizada para
elaborar este mapa es básicamente la misma que fue utilizada por ellos en el trabajo
cartográfico que forma parte de su "Diagn6stico de la Tenencia de Tierra de las
Comunidades Indrgenas de la Costa Atlántica" . un trabajo auspiciado por el Estado de
Nicaragua. ~2

15. La relación del mapa elaborado por la Comunidad en 1991 . Anexo C.1 a la
Demanda de la Comisión , y el mapa elaborado como parte del estudio del Dr. Macdonald .
Anexo C.4 a la Demanda, demuestra que la Comunidad ha sido consistente en el
señalamiento de su tierra trad iclonal y no ha aumentado el área de su reclamo, como
insinúa el Estado sin ninguna evidencia Y

16. Dentro de los dos mapas señalados, se indica el lugar llamado Tuburus, que
es el lugar del antiguo asentamiento de la Comunidad desde incontables generaciones atrás
y donde todavía permanecen algunas personas de la Comunidad. Además se indica el área
del ass-rtarnlento príncina' actual de la Comunidad. La Comunidad llegó desde Tuourus al
lugar de su asentamiento actual en los años 40. 24

-

17. El Estado utiliza este hecho del movimiento de la Comunidad
argumentar que Awas Tingni es una Comunidad de orígenes recientes Que no
presencia en el área antes de los años 40, pero el error del Estado es obvio.

para
tenía

-

-

-

-

-

18. El argumento del Estado ignora la historia de la Comunidad y la glwgrafía de
su tenencia de tierra tradicional. Como se puede apreciar en los mapas anexados a la
Demanda y en las declaraciones de los testigos Malean y Macdonald, tanto Tuburus como
el lugar del asentamiento actual de la Comunidad se encuentran dentro de la misma área
global de la tierra usada y ocupada tradicionalmente por la Comunidad. Por varias razones ,
la mayor parte de la Comunidad se fue de Tuburus para reasentarse en otra parte de su
tierra tradicional, el lugar de su asentamiento ectuel" Más que indicar una reciente
llegada de la Comunidad en el área. este movimiento representa la continuidad histórica de

z t Lo metoc~ log i. cara la elal>oración de estQ mapa fue detonada en el n'o'me Preliminar ce Macdonald. supra ,
pá9~ ' 2·3.17. \' en el testimonio ce M~';:;fo"ald ante 18 Corte. TransC';l7ci~n de re 8;JCienc;" pto/ice sobre el Fondo . supra.
pág. 60-62 .

"(/:};<I . • ág. 106 (te..imor.i~ del 0- . Gerai.nl ; pág. 1 Sol. Idecl.ración de Dr. Hale).
::;:J O;.¡rente la dudi'3'rc ..5 pü~lir:a score e! fOr1do d~1 casco tos reprasent~ntes del I:stada ale~Elron euo !:J5 aoc3sdoS

.;je la Corrunid~d. señoree Anave v ~vc$ta. hablan SQI ,-::it3do al Estado" s,coa hecti1reas par(l la Comunidad, un ~re3 mucho
m enor al área >ndic ada er. tes map~s :eñaledes. La Comis.~n afirma C::uQ '0 qJ6 pta-rra a iR E ~r: adc. aóbre Ar eve y Aeeste e30
fa lso , y el Estada no tAJa presentado n l;"lgu r.a ev ide:""lc ia cve eO:"n;),uebe su t:llan'teamLe nt:J . El Estad() hace r~fere nCH":!I él un
docu...,ei'lto acumo .¡¡I A "'IE!~ :J C-4 a la resouest a de la ::crnisif·1I"I a las eX~Qp: :ones pre tlrn nares del Estaco, En eE1~

cccumorrtc apara:e"'l 105 "on"'bres de A.na·te "( Acoste. dando con:t8nci3 Que etles l!ggaron a ia d~!eb:ac :6r"l reg1on.ó1 dal I'\RA
en 1993: v ae..j o dQ 'os nO"":lbra~ 2psfece u~a ..eterenc ta ~ ~ 6,OQO hectáreas escr .ta a l""1¿lno ~ .' \ le-: I'a que no !;!la ' 0 I"l"' isms en
que ap.iJ.rli:1cen e scrleos los nombres de A ri eva y Acoste! El unico v olor probiJtori" q..JC :ie!1E1 ~.'I",tt'~ o ccumsnló es para
esublec:::€~ que Anaya 'r' ACOS1;a v tsi te ro r. I~ delegL!lci6r cel INRA .. lo Que es é l y ~ i o r cce la Com SiÓr- le i:1tr uuve. ~I dOCL:"I'\entQ
no dn n ini;lun6 JndlCo(: i6n de GlJál SI:;; al erigen ee la r cte~':nc'a Gscrat-3 de las 16.000 "'ectárgas n' de su s l g ni f i ca~ o Le que si
puede: eürrnar !a Corni5i6n QS Que es a rÉlf~ 'e:\c :a no rí;pre3enu l"'l i"Qún J t'" te ~mJ(mto -iecnc pOr Ana't'a 't' A.':OSt8,

~~VQ as ,g Transc ripción de le aud ;Q r"l.:ia sobre el t onec, 5UprlJ. PÓ9', 25-26. 38 -39 f te tt im ol"'l; ~ dI} t est i·t]Co r~r .-:I~a l"'\

e,,=e ~CB de Tuccrva '1 !.\J re l'¡lI;ió l'" c cn e. asant arn .ento pr i""lc ipE'1 actual de A ...•.. as T ¡r"l .¡;';n D ~ pé,gs . 47 . 62·63: tt c st .mo ntc de'
testllP '.l acdcJI\aldJ; I...forme p,. Jiminar {le M acdonalcl . supra, p~95 . 6-9; ¡o feorme Fi~a l de Macdo.-alo. s uprs , págs.• 5-1'
{s o ore TuburJs dertro d. l. ~I S lo ri . dQ 13 Comunidad l .

..s Véase in-"o ·m B Prelirn;ra~ d~ M;,c::jona:d, suors, págs 6~S.: tofcrme Finel ci~ ~""'a~c1(lr'lalc. pti'.;s . , S·, 7.

-
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los Mayagna en el área de acuerdo a 105 patrones de movimiento que son usuales entre los
pueblos indígenas de la Costa Atlántica y de Arnérlca.j"

19. El testigo Gurdian y el perito Hale han confirmado las afirmaciones de los
testigos miembros de la Comunidad y las conclusiones del estudio del Or. Macdonald: que
los actuales patrones de tenencia de tierra y recursos naturales de la Comunidad Awas
Tingni representan la continuación de la ocupación territorial de la misma área por los
Mayagna desde tiempos inrnernorialea.V La Comunidad mantiene una cos.novlsló n que
vincula su tene:lcia de tierra actual con la de sus ancestros, dentro de un sistema de
creenclas y prácticas religiosas. El nexo entre los usos de la tierra actuales y los
ancestra les se mantiene en gran parte a través de la identificación de lugares sagrados.
inclusive cementerios donde están enterrados los ancaatros de varias generaciones
anteriores. :B

20. La evidencia documental y testimonial establece que la Comunidad usa y
ocupa su tierra tradiclona' de acuerdo a normas consuetudinarias que son tfplcas de los
pueblos indfgenas en tierras bajas en América. Dentro de este esquema de ter-encía de
tierra, el territorio global de Awas T ingni se considera pcseldo en forma co lectiva o
comuna'. mientras que los individuos y familias de la Comunidad gozan de derechos
subsldlarlos de uso y ocupación para sus viviendas y lugares de agricultura. Además
existen normas consuetudlnarias que rigen la transmisión de estos derechos subsidiarios
que pertenecen a individuos y familias. 29

21. El Estado no ha presentado ninguna evidencia que contradiga las pruebas de
la Comisi6n sobre la tenencia de la tierra y los recursos naturales de la Comunidad Awas
Tingni. En vez. de presentar tal evidenc ia. el Estado argumenta que las pruebas de la
Comisión son insuficientes, y hace este argumento basándose en criterios que son
incorrectos y en desacertadas interpretaciones de los hechos. como es por ejemplo 1a
interpretación de la ubicación actual de la Comunidad . AsI, apoyándose en e: análisis del
bióloqo Sr. Garcra Vásques. eo el Estado argumenta que la evidencia presentada por la
Comisión no ha probado la existencia de "ancestralídad" que vincula la Comunidad actual
de Awas Tlngni con el lugar que reclama.

22. Este o!rgumento de un supuesta falta de ancestralidad debe ser considerado
inadmis ible por la Corte, ya que el Estado en la audiencia pública plantea objeción a
cualquier discusión de los testigos y peritos de la Comisión sobre la historia de la tener-ola
de la t ierra de la Comu nidad.

23. Aún si fuera admisible, el argumento debe ser rechazado por ser basado en
un concepto de ancestralidad demasiado limitado . Para el Estado y el Sr. García Vásques,
habría que probar la existencia milenaria de la Comunidad en su conformación actual y su

:c V~ase tota. 4-,20 TréH"lSt.:r pciór de ¡" ClI.H;:iiBI'lt:iia ~Gbllc tl sobre el Fondo. $VprD, pág 2':;) -43 ttclljit imo'""l;o CQl
testigo Mcl'Jé!ln ), p6g. 75 (~.¡.;I~ rac:6n dal Dr StélvE'r"lhl,llgenJ. p:'gs 154·55 (de c te re c tón eet Dr , Hale;.

2' IO id. págs. 154.56 Idecl r- re=;ón dal eerto Hee): pág . 104 ltastimo~lo del test igc Ourdlán; .
!I IOid. págs . 25.28. 40·42 rt est trnonio de l testigo Mcle.nl ; págs . 67·68 rteet lrnon.o <lol testigo Macdonaldi;

Infor:"lB P!'s iminsr de M8cd~nald. supra~ págs . 24·JO; Informe Final de Macdf.:r.a !d. págs. 37· 38.
1! ¡bid . j:>ágs. 17.24. 31 -3B; Transcnccl ón dE! 3Ldief"!c:ia sobre el Fondo. suors. pág" 64·56 {testimonio jel testigo

Macdc-nald}¡ págs. 160-0 ~ {eeeereeió n de perito H.ll! ~ ; F~~ ' 77·8 1 (dec l{Hec ·ón d:1 pe rito StaV'cnhagen sobre 1.. ': E1 oen ci Q de
t ierra il"'digentJ ~n las tier'as bajas¡ er- QQr'mral y scbre el derst hC cansuetudir aric indigena :on rstacíón ~ ::;: t ierra}.

" R . Garera V.. o ictsmen em ogrMico . 5~'Pra.
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ocupación continua del mismo sitio por miles de años atrás sin ninguna movilización de
viviendas. Este curioso planteamiento de ancestralidad no tiene lugar en la consideración
de los hechos pertinentes al presente caso ni en la evaluación de las pruebas presentadas
por la Comisi6n. Respondiendo desde el punto de vista científico al concepto de
ancestralidad olanteado por el Estado y el Sr. Garcfa Vásques, el perito Dr. Hale d ice:

E ~ autor con funde repetidamente estos des conceptos [de an cestre lidec y Uso
tradicional]. y tamblé:') utiliza une definio ión bBstan~8 pecu liar del concepto de ancestralldad.
El autor ent-ande por ancestrelid ad el que los descenaientes cel núcleo h.irnenc en cuestión
han estado asentados en el mismo sitio. de forma inamovi~le y permanente desee :lemocs
inmemoriales. Esta defln:ci6, emplea 1.1:'\ concepto tan r¡gido de ancestra tldad, que se v.retve
hisró -ícarnente imposible de curnpir y c lenttñcernerrte dudosa. Todos los nócleos humanos. a
través oe la historia se trasladan. sea por iniciativa propia o por inñuencia d ... fact ores
externos. Ningún anális's serie de a"cElstralidad asume como criterio básico el que el
asenramlentc humano permanezca en el mismo sitio de forma permanente e inde'inida. En
todo e...o. el conce nto ... t i:izado '1 aprobadc en el ma-co jurfdico del Estado , icaragüense es
" uso trad lclonat" . Ta término también t iene mucha más resonancia oier.trflca '{ significa cue
un gr"po !-¡uMano especrtlco tens p-esencla de larga duraeién en un territorio determinado , y
cuyos patrones actualss de uso de los recursos en c ieno territcr¡o demuestran una
perslstencla y cor tlr-uidarí b ésices COI", sus patrones ancastrales. Si el eutor en cuestion
ade otase '8 definición de "uso tradlclcr-al" menc.onada, sus :lfl,umentos desca!ificadores sobre
el uso tradicicr.el de le Comunidad de Aw.s Ting"i caerían por su propio peso."

24. Otro arqumento del Estado. que también evita enfrentarse con las pruebas
de la Comisión, es que e! reclamo territorial de Awas Tingni va en contra de los derechos
legrtimas de otras comunidades. El Estado ha insinuado incorrect ament e que PoI área
reclamada por Awas Tingni inc luye t ierras ya tituladas a otras comunidades desde hace
tiempo. Sin embargo, el Estado no ha presentado pruebas de tales títulos que abarcan el
érea reclamada por Awas Tingni. porque no existen. Es cierto Que existen comunidades de
la etn.a Miskita que reclaman t ierras dentro del área reclamada por AVVólS Tingni, y que
alqurias de esas Comunidades Miskitos poseen títulos otorgados por el Estado hace
algunos años. Lo que el Estado intenta evitar es que la Corte comprenda la clara distlnción
entre las tierras tituladas y las tierras reclamadas por las comunidades M iskitas vecinas .
Las tierras tltuladas a favor de estas comunidades Miskltas son éreas relativamente
pequeñas en comparación con las áreas reclamadas por ellas pero no tituladas, y esas
áreas tituladas no abarcan el área reclamada por Awas Tingn i. 32

25. Lo que también está acreditado es que la presencia de la Comunidad Awas
Tingm y sus antepasados Mayagnl"l en el área es muy anterior a IR presencia de las
comunidades Miskitas. Es incontravertible que las comunidades Miskitas más cercanas a
Av'las Tingni , los de \1'1 aqrupación Tasba Raya, no llegaron B asentarse en la zona hasta los
años 1960, después de que tuvieron que abandonar sus asentamientos originalas sobre el
Rio Coco. 33 Con respecto a !as otras comunidades Miskitas de la agrupación Diez
Comunidades, el Dr. Hale afirma que ellas han estado en sus !ugares de asentamiento
actual "desde tiempo atrás, pero con poca injerencia en lo que serla oo. 101 zona de Awas
Tinqni. Están ahí, pero en zonas bastante distanciadas la una de la otra ." 34 Ei hecho de

:! I e Hale, Comentanos sobre el di~tar-en eTnográfico jel Sr. Gsrc!» V ., SU/),·8 . pág. 1~.2.

3:i. Vé¡!SB T-a"lscripc iór¡ de :a :]udie.,eia sobré el fcndo, suor8 , pág , 157 jt esl .rr onl ..> del parl-o :"':: al e afí rmarldo que
"no hay l rtulOS en es! zona . .. .en c uanto ~ traa lepe legal no hGY "!.

~~ tb id, "ag, : 55 ·56 (d l) cl6f il c i6 n del p~,'tc Hala sobre las co ml"lnie.30C5 M i.!!Ik itas de 1.;) ag rI.Jpaci6n T~$o!i q"aYSJ .
, . tbtd, péQ . 156. ··/éase umbién ibid ~ág. 1()4 uestírncnte del Dr. Gurdl.n sobre l. e,,~.n.i6'" de ,as

comunidadas M lsk icas del .tcral hac ia la zona oriqlnalrnente :-'19yag,a donde habi:a A ...... as '7 figni'l ; Intcr r:e ptafirnlnar CiI
(;'ontmuac.6rl.. .
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que estas comunidades Miskitas han llegado a asentarse en lugares aledaños al territorio
reclamado por Awas Tingni, y que ahora reclaman partes de ese mismo territorio, no es
suficiente para desligitimar el reclamo de Awas Tingni y las pruebas que lo fundamenten.
Mucho menos just if ica que el Estado ignore los int ereses de Awas Tingni en el área donde
ha vivido, trabajado y desarrollado por generaciones.

26. La Comunidad Awas Tingni no goza de un trtulo formal u otro acto oficial del
Estado que manifieste reconoc imienlo de algún derecho sobre la tierra donde vive y
desarrolla sus actividades de subsistencia y culturales. Esta situación ha persistido,
dejando a la Comunidad en una situación precaria, a pesar de los repetidos esfuerzos de la
Comunidad de lograr la demarcación y titulación de su tierra tradicional. Los hechos
indican que el Es~ado ha sido negligente y arbitrario frente a las soücttudes de tltulación de
Awas Tingnl.

-•

-

C. los repetidos esfuerzos infructuosos de la Comunidad de lograr la
demarcación y titulación de su tierra
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27. Después de que se presentó la demanda en el presente caso, el Estado ha
insinuado curiosamente que la Comunidad Awas Tingni sí goza de algún título. Además de
ser inconsistente con OTros planteamientos del Estado que intentan negar que la
Comunidad goza de derechos de propiedad legítimos, esta insinuación carece de
tundarnentos en los hechos. Lo único que ha ofrecido el Estado como evidencia ;;1
respecto son unos resistros de propiedad imprecisos que hacen mención a " los indios
surnus de Tllba-Lupia" pero sin ninguna evidencia de tales indios con la Comunidad Awas
Tingni o sus patrones tradicionales de tenencia de tierra. 3~ También el Estado señala el
contrato entre la cornpañra MADENSA y la Comunidad para el aprovechnmiento de madera,
un contrato anulado y reemplazado por uno posterior después de la intervención del Fondo
Mundial para la Naturaleza (.WWF) (vé ase párrafos, infra). En este cont rato, el cual fue
redactado por MADENSA y firmado por los líderes de Awas Tingni sin el beneficio de una
asesoría legal o técnica, se hace mención de un título que muestra el derecho de propiedad
de la Comunidad sobre el área de aprovechamiento. Como señalaron los testigos McClean
y Cas:illo, quienes figuran entre los que firmaron el contrato de parte de I~ Cornurudad .
ellos entendieron por esta referencia lo que siempre han mantenido, que la Comunidad es el
legftimo dueño del área y que tiene derecho a que se le otorga un título.3~ Si e: Estado
pudiera demostrar que existe un título escrito que corresponda a la referencia en el
contrato con MADENSA. esto por su puesto sería bienvenido por la Comunidad. Pero

. .. ccnt írn.. ac: j6r
I/.acdo...ald, supra, "~G. 36·38; In~orme Final de Macdollald, suar«, pág. . ;C-53 .sobre l. llegada de las cornco.daaes
~"' ig k ¡t8S a l i 2e1"l31 .

3~ El ESlLldo apareció ante la c ene en la aud'cn; ie eebre el fondo argumc!nta ndo C! I"J¡j '-'1 ::ü rr.un id ild I¡r fia r'l ~ t rtuto,
se;;",l¡¡rdo c::l ::>ias de ra~ lstros de propied:ld que fueron presenu:;:los él la Corte per 111 Sr. Marco CenH~r., e'1 a . uc ier;e.a \!
posterjc-reente recibida per la Cona. Los (1)gistros de prop:edad indican la axtensién de I;r.OS tm.los ce c ominio a " los indlO!i
SJMU3 de T!LBA·LUPI¡!l." é~ ~I año 1:;l17 eara unos lerraMS que suman menos de 4 .. C.'CO "~ct¡jr6a" cernro del Di.trito ce
P~;nzcpc:k.a. 10 que es ml"JY al sur uet territor io ..eclftm~dQ por III C~munidod '," $cñalado p:;;¡r la. Cem.són . E.. d¡rrt~ 1 r:: o rnp re r.de r

ql...é t ier,;:!!f'" q c.e ver con e l ¡:;.rcSdn'tD r;¡¡.:;o ~ iJh..-s :'tulo'S p a-n terrencs ruuv redueido$ y' fLera ce' ere» rs!: la'TI3da p~r A\o\'a3
Ti:'\Q"'li. La ::n iea avidenci9 ',Ilncula"'ltio ''':0 5 sumas de Ti lba-Lubia "" a A~vCJS: Tin¡jni es la lr-csc ec.ón de qve .30r de :a m isTla
et-tle y e testrmcntc de J ~ irne Casril.o ante (t' Corta. en el sent do ql.e er- un -nornento h stórico se integraron Cl .Aw as -:- .ng,,¡
a lg ul'l ~l'J poc as personas de T ilba- LJpia. l ranscnpcié·n de la aucianc la sob re .;: fondo . .:;ur,r~ .. pág~ . 13-1 4 A v., !:i ' 0 ::

mier-brcs de j !J CQ ml,;n ; d ~ d Awas. Tingl1: fLs rar" beneflcta rlc.s acu.ees da acueuos t rt ul05. as obv.o i:I_E A. '1.¡as T1r".gn l rocavra
qL;i~d3rl~ sin u'"' t fc:Jlo U o.ro reeer-ocm'entc c fictal c orreepcodlerste L'4 'e OI.JEl BS S<J t ierra comun al t :'ad"cionilll.

,. iD/el. págs . 25·32 It~stimonic ce ll"stigo Cha,li. Mcleanl: págs . 7 ., 13 ltest.rr-cnie dellestlgo Jet-na cestuo
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desafortunadamente, más que facilitar el esfuerzo de la Corn.mldad de tener un títu.o para
su tierra tradicional , el Estado ha resistido este esfuerzo.

28. Desde 1991, la Comunidad ha venido solicitando al Estado la demarcación y
titulación de su tierra tradicional. El Estado no tiene ni ha tenido un proceso definido y
adecuado para la t itulación de la tierra comunal de las comunidades ind ígenas de la Costa
Atlár.tica. 37 El mismo Sr. Centeno Caffareno, el oficial del Estado quien supuestamente
tiene la más alta competencia sobre la materia, efectivamente admitió esto en su
testimonio ante la Corte.;¡S Sin embargo, los representantes de Awas Tingni han hecho
veras gestiones ante las agencias del Estado que han tenido alguna competencia
pertinente, inclusive ante el Instituto Nicaragüense de la Heforrna Agraria (INRA). Esta
institución, la cual no existe más, fue señalada por el Estado como la agencia estata l que
tuvo potestad de titular tierras comunales indfgenas.

29. El test igo Charlie Mclean declaró que él y otros dirigentes de la Comunidad
se presentaron ante los delegados regionales de! INRA en varios ocasiones desde 1991 , Y
que en una ocasión los dirigentes de la Comunidad se presentaron en la oficina central del
INRA en Managua . En estas visitas al INRA los representantes de la Comunidad solicitaron
la titulación de su tierra comunal y presentaron a los oficiales del INRA el mapa dibujado
por la Comunidad de su territorio (Anexo C.1 a la Demanda de la Comisión) y los escritos
de Charl te Mclean sobre la historia de la Comunidad (Anexo C.2 a la Demanda de la
Comisi6n).33 Además los abogados de \a Comunidad, señores Anaya y Acosta . se
entrevistaron con oficiales del INRA en 1993 con el mismo propósito de intentar avanzar
con la titulac ión de la tierra comunal de Awas Tingni. Estas gestiones de la Comunidad
ante el INRA no sólo constan en las declaraciones de represontantes de la Comunidad, sino
también constan en las declaraciones de oficiales del INRA.4o

30. En ninguna ocasión los oficiales del INRA señalaron a los representantes de
la Comunidad que la Comunidad tenía que seguir algún procedimiento especffico o
gestionar ante el Estado de alguna otra manera . Al contrario , las respuestas de los
oficiales del INRA indicaban la falta de criterios adecuados y voluntad estatal para avanzar
con la demarcación o titulación de la tierra comunal de Awas Tingni. ~ 1 Por lo tanto . nu nca
se le dio a la Comunidad una respuesta positiva específica que llevara a la titulací6n.

" ¡bid. pége. S'9·100 lle.tirronio del la5tigo Dr. G"rd;.nl , págs . 115·· 7 (1••tlmcr-ro eel testigo BrM klyn Rivera;
"ti\). ~ 5 1· 5 3 (t. ot imonio <t.1 "..,to Iola l. ); !,éO ' 137-1 74 Idee ls rs c ié n del ~er:to ROQ"e 'lolcánl. Véase tamelén Cent 'al
American ane Carril)~an 'le5es'C~ Ccun cü, Diagnóstico geneI'/J1sonre 'a tenencis de la tierno Informe Fina'. p~~ a . 3~2.3Sa :

M3fC':) Ge!iera l, p~~s. 93·97 {en adela "1t lil " Oiagnóstir;g sobre l~ tenencia d~ tierre :nd!gefj(} en 1;, Coste A tlJnvcli; : ·:lcc u~'Hln'o

.01 c .tado al Estado por la Corte en 5U reso fucl én del 24 de noviembre de 20001.
n -ranscril=ci :5n de la 5udie;,c;: ia sobre el tondo. SU;:JrlJ~ pág. 214-15 (testiMonie del teatiqc cantono adml:!ando

que no ... ~ 'titulado tiarraE: ir d fQan as d~sde 1990)
,~ Ibid. ¡::~'Js . :za-2S; Oeelarae i:ln .ursda de Cl)allie Melesn cemcue de. 30 de ago"o de : ~ 9 6 IAne xo 8· 1 a lo

resyl,JE!stQ de la COiTliSi6r: a les excepciones prenmlr .sres del Estado) , Véeee taMt·ién ~ec -,r';' ·~ é n j\.rad~ de Jaima Cait 'llc
Fellr,e, oe 30 de a~'J5tc de 1'a96 ~f\ney.o 8·2 ü lo ~(:.'Spue&ta da- la :::omisión a lag Qxc~\=I.:io(le~ Drsli'T1'rar'é~ del EstadoJ.

' O O.cl~rae ;ón ~e Sidney Antonio P. de l 3C de agosto de 1936 (a .nexo :·1 a la liesp"esta dé la Comís. ón a la.
excepciones preliminar•• dél Estado), Oaelaración de Ramón Rayo Méndel de, 29 de agesto de '9ge (ana. ::> C· 2 a l.
r~spues 1 a d& ItJ Comisión a las excepcrones pralir.'\ inares ce : Estado:; De·:lsrí3ció" de Miguel T~·" IQr Ort~.! de l .JO ce a;;ps!c de
1998 (anexo C·3 a las e XCdlJc io neS pref l-nt na -ea del ES1;adol ; acr-ate nc ,:, de ¡:; ..m ó-, ~.e vo r,lIénO.;,:: :Iel 3 0 d e 3 'J C 51 0 ·:je ,. 999 '/
ane~O Ie n e xo C-4 a la ~a&PUi5lHj de 13 COmi3iór a Las excepclone s pre liminares del Estado t.

11 Véas e Trans,:r1pcic" ~e l ~ aud ier-c ta .;obra el fondo . sr,;pr;) . pJi} . 29: declar~clones de ("J'c C:eo 31 , Castillo . Taylor ..
y I',,'é,..dé~. supra.

-
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31. Otro esfuerzo de la Comunidad para impulsar al Estado a titular su tierra
comunal tuvo lugar en el contexto de su relación con el Ministerio del Ambiente y los
Recursos Naturales IMARENA). El testigo Guillermo Castijella del Fondo MundiAl nara la
Naturaleza IWWF) describió el proceso que resultó en el convenio tripartita entre la
Comunidad, MARENA. y la compañía Maderas y Derivados de Nicaragua , S.A.
IMADE!'JSAl. Este convenio fue firmado en 1994 para sentar un marco para el
aprovec'namiemo sostenible de recursos forestales en un área que incluye tierras
reclamadas por Awas Tingni. Durante este proceso, la Comunidad inslst.a ante MARENA
sobre la necesidad de un tltulo u otro acto de reconocim iento oficial de su t ierra comunal.
Como resultado, se incluyó una disposIción en el convenio por la cual 'M ARENA se
comprometió a reconocer provisionalmente el derecho de propiedad de la Comunidad
dentro del área de aprovecharniento forestal y a facilitar un proceso de titulación para le.
Comunldad.r" Sin embargo, como se describe posteriormente, MARENA no cumplió con
esta disposici6n.

32. Después de los fracasados esfuerzos ante INRA V MARENA, Y con la
amenaza de otorgar una concesi6n a la compañía, SOLCARSA, para cortar madera en la
tierra tradicional de Awas Tingni sin ningún arreglo con la Comunidad, ésta acudió a las
autoridades del gobierno regional. En el mes de marzo de 1996, la Comunidad presentó al
Consejo Regional de la Región Autónoma Atlántico Norte IRAAN) los mapas que había
elaborado de su tierra tradlcional. el informe etnográfico preliminar del Dr. Macdonald . un
censo de la Comunidad, y otros documentos, junto con una solicitud escrita para un
proceso de t rtulacíón ." E!l la solicitud propuso un área para ser delimitada a favor de ta
Comunidad, un área menor al territorio global históricamente usado por la Comunidad , y
además propuso especlf icamente lo siguiente:

1) . Una evaluaci6n del estudio etnográfico presentado por Awas T ingni (Anexe 8) ; y la
elabcraclón de un estudto eup.amentano si el Consejc lo canaideraba necesario.

21 . Un proceso de ccncertacién Bn~r(/ Awae Tingni "i las comunidades a.sdeñes acerca de los
Iím"e. Bnue sus respectivas tierras comunales.

31 . Identificación de .as ~ierr¡¡. estatales en el área. si 8S que sx'ster- tales tierras.

4J . La delimitación de las tiar:as comunales de Awas Tingni'"

33. La competencia de las autoridades regionales de actuar sobre las solicitudes
de la comunidades indígenas sobre sus tierras comunales fue afirmada por el testigo
convocado por la Corte, Marco Centeno C.; oficial del Estado con supuesto ccnccirnlento
sobre la materia. 4~

34. El presidente de la Junta Directiva del Consejo Regional de la RAAN recibió
de la Comunidad la solicitud escrita y prometió darie su trámite debido. Sin embargo
nunca hubo ninguna respuesta a la Comunidad sobre su solicitud. En vez: de dar la debida

-
.•~ -rnnsc ri;¡oc i6n de la audien; ia sobre el Fondo , suprs, p~g$. e5-B8 :testtrrto:110 del testigo Cas:¡lIejal.
~ :l V éase ee tie .tuc dl(¡l 8 r;·:;H.,unidad Mayegna de AV.;o2lS Tingn¡ al Conaa'c Regio"'l8 de I ~ Región Autón::tr:1a

Atlánt ico Norte para el geCOnCCIl"lial'lto Oficial y u.ma'~8ci6~ de '•• Tie" ss AI'ICestr~'es ele le Corr-urudac {anexe C.13 ~ 1~

Dem"rod~ da la Co..,isié",.
~ ... tbta.
.l.§ V4:ase í rc} ,",scMpciér"i de la audr e vcia sobre él fondQ, p¿g. 22' (t eati -nc n.o del testigo Centeno reSpondH:mdc a le

pragumil d,g ' JvEI dQ Roux R~ r"9i fa ; .
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consideración a la solicitud de información presentada por la Comunidad, el Consejo
Regional la :gnoró , y el año siguiente. en octubre de 1997 I dio su aval para la concesión a
SOLCARSA s.n haber consultado con la Comunidad.'e

35. Dentro de sus continuos esfuerzos por intentar salvaguardar sus de rechos
sobre la tierra y recursos naturales, la Comunidad llegó a reunirse con el Presidente de l
Estado. Dr. Arnoldo Ademán. El testigo Wilfredo Mclean, otro di rigente de la Comunidad,
declaró sobre la reunión que él y otros representantes de la Comunidad t uv ieron con el
Presidente A lemén en febrero de 1997. Los representantes de la Comun idad expusieron al
Presidente su oposición a la concesión a SOLCARSA y solicitaron ayuda para la
demarcación y titulación de su tierra comunal. La respuesta del Presidente A lemán fue
arreglar para ese mismo dia una reunión con el Ministro Staadhagen de MARENA y con los
otros principales funcionarios interesados en el asunto de MARENA e INRA. Pero de esa
reunión, tal y como resultó de las otras numerosas reuniones que tuvo la Comunidad con
oficiales del Estado. no emanó ningún acto concreto que beneficiara a la Comunidad. ' 7

D. El otorgamiento de la concesión a la compañfa SOLCARSA para cortar
madera dentro de [a tierra de la Comunidad

36. Desde que se inici6 el presente caso ante la Comisión Intaramerlcana, y
durante todas las fases de su tramitación ante la Corte, nunca se ha controvertido el hecho
que el Estado otorg6 en marzo de : 996 una concesión a 1<1 compañía Sol del Caribe, S.A.
(SOLCARSA) para cortar madera dentro del territorio reclamado por Awas Tingni y que lo
hizo sin una consulta previa o acuerdo con la Comunidad. El otorgamiento de :a concesión
a SOLCARSA manifiesta la sltuación precaria que vive la Comunidad sin una titulación u
otro reconocimiento oficial especifico de su tenencia tradicional de tierra y de recursos
naturales.

37. Las pruebas presentadas por la Comisión establecen que el área de la
concesión a SOLCARSA queda en su mayor parte dentro del territorio que ha sido usado y
ocupado tradicionalmente por la Comunidad. El lugar del asentamiento histórico de la
Comunidad Tuburus, que es todavía habitado y usado por miembros de esa Comu nidad . se
er.cuentra en la parte de la concesi6n donde se planeaba iniciar las operaciones foresta les.
La presencia de la Comunidad en otras partes del área de la concesió n está marcada por
cementerios y otros lugares de signif icancia cultural y religiosa , por plantaciones de árboles
frutales y otros cultivos mantenldos por miembros de la Comunidad . y por sitios de
habitación secundaria. Además , continuando la práctica de sus ancestros Mayagna ,
miembros de la Comunidad util izan la mayor parte del área de la concesión para actividades
adicionales de subsistencia como la caza y la pesca. 48

38. El Estado no solo otorgó la concesión a SOLCARSA sin haber consultado con
la Comunidad, sino que también lo hizo sin investigar y sin tomar en cuenta la tenencia
tradicional j:;dígena de tierra y de recursos naturales en el área.'9 Este desconocimiento de
la presencia indrgena en el área se manifestó en el contrato de concesión entre el Estado y

-e Véase , in fra. p~rra;o 43.
¡t', T!"a.,scrip:i6n 5::Jbre ItI tl L:d jc'c j~ del fO""ldo. suors, págs . t 36·39.
'" Véase Anexo. e.e, C.5. y C.i a la Derr·~n¡l~ ¡lB la Comisl6n; Transcripciór de la euo tencfe sobre e , íondc,

$:I;;r" . pá ,~s . 3 1·32 .testímcruo dIO' te.tigo vlclaan). págs. : ,6-57 rtestlrnonlc ce! t"st.go Macc cnaldi.
49 Ibici. pá~. t 18 (tesnrnomo 021 testigo RivQra).
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SOLCARSA y en el plan de manejo elaborado por la compañia y aprobado por el Es~ado

para regir las operaciones forestales. ec En ninguno de estos documentos se hizo mención
de la tenencia tradicional indrgena de tierra y de recursos naturales en el área de la
concesión. El desconocimiento de la presencia indfgena también se manifestó en las
múltiples veces en que el Estado rechazó las objeciones de Awas Tingni a la concesión y
rehusó considerar las indicaciones de su tenencia tradicional de tierra en el área.

39. Al no adoptar ninguna medida tendiente a proteger los usos tradicionales de
tierra V de recursos naturales de la Comunidad Awas Tingni. la concesi6n a SOLCARSA
puso en peligro la Comunidad, cuya existencia, cultura, y continuidad depende de aquellos
usos tradicionales de tierra y recu-ses naturales." El peligro e incertidumbre de la
Comur.idad fueron aumentados por .a falta de garantías ambientales suficientes en el plan
de manejo para la concesión, la demostrada falta de voluntad de SOLCARSA de seguir los
criterios ambientales que fueran aplicables, y la demostrada falta de capacidad o voluntad
del Estado de proveer suficiente rnon'toreo para las operaciones forestsles.""

E. La insistencia del Estado de avanzar con las operaciones forestales bajo la
concesión a SOLCARSA. a pesar de las repetidas objeciones de la
Comunidad

40. El desconocim:ento de la tenencia de tierra tradicional indrgena dentro del
área de la concesión a SOLCARSA no sólo fue negligente, sino también fue y sigue siendo
intencional.

41. Desde el momento en que la Comunidad tuvo conocimiento de 105 planes
para el otorgamiento de la concesión a SOLCARSA, la Comunidad planteó su objeción a la
concesión ante las agencias del Estado pertinentes. Estas objeciones se basaron
claramente en el reclamo de la Comunidad sobre el área de la concesión. Junto con su
objeción a la concesión, la Comunidad presentó al Estado, en varias ocasiones, evidencia
de su tenencia tradicional de tierra y de recursos naturales dentro del área de 1<1
concesión .•3

42. En vez de iniciar un proceso de investigación sobre la tenencia de tierra por
parte de Awas Tingni o de otras comunidades indígenas dentro del área de la concesión, y
de ajustar su comportamiento de acuerdo a lo investigado, el Estado insistió en seguir con
SL;S planes para otorgar la concesión a SOLCAR5A y comenzar ias operaciones forestales.
La actitud del Estado se manifestó en la reacción del señor Milton Caldera, en ese entonces
Ministro del MARENA, a la prlrnera comunicación escrita de la Comunidad en oposición a la
concesión, comunicación que le fue presentada meses antes de que se firmara el contrato
de concaaión.P" El Ministro Caldera nunca respondió a ésta ni a posteriores
comunicaciones de la Comunidad; simplemente ignoró el reclamo de la Comunidad y

• •

:;0 Ar'\I2>:os C.10 'y C.21 a la Demanda de la Cornis.óri.
;1 véase Tr.?lns;:ripcló" do a audle""cja p¡jblic", $Obrilil el tondc, $:.Jp.rs, págs. 12. 7S; {~erito Stavenhaqen sobre les

filf&¡u;tO$ negativos ~l.~ tienen para los pcsb os Ir"I~:HgQnas acctooes que nenden a cespcanes de sus tierras traotccne es:
,j~ Véase DemEnda de .;1 Comisión pág:; 45-47 Y anexes: rsconss C~ prensa en los anexos C.32 V C.~3 a la

Demanda de la Comisi6r"1.
" 'véase Anexo. C.8 .. ::;,9. C,l1. C.13. C.14. C.15. C.16. e.17. C.16 a le ~ema.;c¡o do 1" C~,.-iojo".

Transcipcicn de la Gll"Id'en:::ia so ore e ~.~ndQ . suprs , P~Qs. 136·39 (restímcn O del testiGO Mclean;.
~.1 \léase Carta de r...~aria LUI~a Acosta a Milt.:ln Caldera, \·1inlistro del rv1AAENA: del 1 1 de iuhc ce ~ SSf5 (Alexo

c.a i¡I 1; Cemanda de fa Cormsróni.
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continuó con la posición de que toda el área de la concesión es tierra estatal y no tierra en
donde existen derechos de propiedad indígena. B5 Esta posición se consolidó como política
estatal, a pesar de 'as objeciones de un miembro del gabinete del entonces gobierno,
Brooklyn Rivera; y con esta política el Estado procedió a firmar el contrato de concesión. se

43, Desde que se firmó el contrato de concesión, el Estado ha mantenido la
oolítlca de no tomar en cuenta las indicaciones de tenencia de tierra tradicional indígena
dentro del área de la concesión. Aún cuando la Corte Suprema de Nicaragua declaró
inconstitucional la concesión a SOLCARSA por no haber contado con la aprobación del
gobierno regional. el Estado hizo un gran esfuerzo para intentar "subsanar" el defecto
sef',alado s.n estudiar el reelarro de Awas Tingni. OficiOlles del MARENA y agentes de
SOLCARSA (quienes en alqunos COlSOS eran las mismas personas), se coordinaron para
instigar al Consejo Regional de la RAAN a que emitiera una resolución a favor de la
concesión y el que rechazara el reclamo de Awas Tingni dentro del área de la conceslón."
También hubo intentos de sobornar a miembros del Consejo Regional. 5S Tal como habían
hecho MARENA y otras instituciones del Estado, el Consejo Regional decidió ignorar la
evidencia que Awas Tingni le había presentado sobre su reclamo territorial y, en uso de sus
facultades como entidad del Estado, dio su aval para la concesión. 09

44. Aún en los procedimientos ante la Corte Interamericana en el presente caso,
el Estado ha confirmado su posición de rechazar el reclamo de Awas Tingni sobre el área
de la concesión y de tomar una postura negativa frente a cualquier indicación de la
tenencia tradicional de tierra y recursos naturales de la Comunidad dentro del área de la
concesión. Y esto lo ha hecho sin haber señalado en ningún momento evidencia que
estableciera como ilegítimo el reclamo de la Comunidad.

F. Lo ¡nefectividad de recursos judiciales

45. Frente a la persistencia de funcionarios del Estado de no reconocer su
tenencia tradicional de la tierra y recursos naturales, la Comunidad interpuso dos recursos
de amparo ante los tribunales nacionales, pero ambos fueron rechazados sin una
consideración del fondo de las demandas. Un tercer recurso de amparo, interpuesto a
solicitud de la Comunidad por un concejal de la Región Autónoma Atlántico Norte (RAANl
sí resultó en una sentencia a favor de los intereses de la Comunidad, pero el Estado rehusó
por un año acatar la sentencia.

1 . La inefectividad del primer recurso de amparo

46. El primer recurso de amparo fue interpuesto en septiembre de 1995 en
contra de oficiales de MARENA, para evitar el otorgamiento de la concesión a SOLCARSA
y actiVidades relacionadas que, según la Comunidad, violaban sus derechos

t;!; Esta posiCl6n fue m.imifeatada c er los cficialea -:le MAFlENA enc arqados del sector ~o·-eswl. véaas "H's tndtens
VS. L099'HS in N;Ct:JrSg¿,'8". rbe N~ ..,., York Times manea 25 de iunic de ~ 998 (Anexo C.18 a la Derna ..... da ce la Cc-neióru
(:¡tando a Alejandro t.arnez. Director ce ADFOR¡;5T·MAR~N"'! .

.. Transcripci6n da la audi.~·c¡a sobra al tondo. supra, págs. ' 1]., 3, 121 rtestírnonic del testiqo Brook:.,.n Rivera¡
~., lbrd, oég5. 4 ~5·27 (-;i;!5til"!1c .... lo del te atiqc Hornbarte Thcmpaon): Carta de Alm Hcokar Btandtord, P~e:siderlte

c ot Consejo Reg anal de la RAAN. a R.Jber::c A·i;JCl,.li~t.;lir,. Director Ganetal Fcresta del MAL1.~NA. del S de diel~mbr'e de 1995
(Anaxc C,23 a la De'l"landa de la Comisión:'.

sa Trar-scripción de la 8i.Jdiercia sobre el tondc , suore, o;;GJa. , 26-2.7 tteatírnon:c cel tS6tige:. Hurnbertc TL.¡o:T1¡::son).
50 Ib;rj. ~ág. 1 -¿7.
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constitucionales sobre tierras y recursos naturales. La Comunidad interpuso el recurso
unas semanas después de enviar su carta al Ministro Caldera protestando en contra de la
concesión, que todavía no había sido otorgada. En el recurso la Comunidad so licitó una
resolución judicial que ordenara a MARENA lo siguiente:

1) - Abstenerse de otorgar la concesión a SOLCARSA;

2i - Dhgir a los agentes de SOLCARSA a orden de des¡¡loj;¡r las tierras corm.neles de A was
Tingri donde actualmente adelantan trabajos tendientes a in iciar la explotación de madera:

2 ) - Iniciar un proceso de diálogo y ne:;¡oci"ci6n con :a Comunidad de Awas -:-i~gni si la
Compañía persiste en su In t erés de aprovechar ia madera en tierras de la Comunidad.

4) - Cualquier otro rem edio Que la Honorable Corte determine juslO.oC

47. El Tribunal de Apelaciones resolvió que el recurso era inadmisible, basándose
en el artículo 51 de la Ley de Amparo en donde se presume el consentimiento ",1 acto
denunciado si se presenta el recurso después de 30 días de haber tenido conocimiento del
acto. Para mostrar que la Comunidad había tenido conocimiento de la concesión a
SOLCAR8A 30 días antes de interponer el recurso, el Tribunal citó la carta de denuncia de
la Comunidad dirigida al Ministro Caldera.P? Unos dlas después de la resolución de
inedrnisibilidad del Tribunal de Apelaciones, la Comunidad interpuso un recurso de amparo
por la vía de hecho solicitando a la Corte Suprema de Justicia la revisión de la decisión de
inadrnisibilidad del Tribunal de Apeteclones;" Un año y medio més tarde, después de que
se otorgara la concesión, la Corte Suprema se pronunció sobre el caso con una sentencia
poco razonada. confirmando el rechazo del recurso de arnparo.V

2. La ¡nefectividad del segundo recurso de amparo

48. La Comunidad interpuso su segundo recurso de amparo en noviembre de
1997 en contra de miembros del Consejo Regional de la RAAN que habían votado para
ratif icar el otorgamiento de la concesión a SOLCARSA y en contra de of ic ia les del
MARENA que impulsaban la implementación de la concesión. En este recurso la
Comunidad demandó a los concejales por no haber dado trámite a su solicitud para la
titulación de su tierra comunal y por haber ratificado la concesión haciendo caso om iso de
la solicitud. Además demandaron a los oficiales de MARENA por instigar a insistir en la
rat ificación de la concesión sin considerar planteamientos de la Comunidad sobre su
tenencia tradicional de tierra y de recursos naturales dentro del área de la concesión. El
petitorio del recurso solicitó al poder judicial lo siguiente:

, i- Jec·arar nula la ccncesl ón a SOLCARSA, por haber sido otorgada y ratif .cada 1'1ed iante un
prcceso Clue desconoci6 los derechos y gara"tras constituc ionales de la Comun idad de Awas
Thgn; y de sus miembros.

--_._-----
,,(1 Recuso dEl A"'\''I.:')arc de a Comunidad Mayagna ¡S,J"'c) dQ Aw~s Tingni. en centre de fUf1c iO"'lsri09 del

MARENA, i"to"puesto el" d•••p:iamb,e de 1995, párrafo 38 (Anexo C.43 a ra Demanda de la Ccmlsió-u .
oS' Dictamen del Tribunal de Apelacion~:¡;;: de I~ sexta Regicn, Sa la e iv L del 19 de septIEl'T1:>ra dE! 1995 ~AnexQ

C.44 a la Demanda da la Com scr» .
I!>J i=!ac:urSO de Hecho ln te r pL; e :s~ o ante la Honorable Corte suprer-ie ::le Justicia. dgl 21 de se¡;¡:iembre dI:) : 995

(A n lSxo C.4!5 ~ la Cemanda de la Comi¡.ión: .
,,~ 8 0rte Suprema de JU5t.:::ia. Sencencla ~ O . , 1 del 27 de teo rero de 1e~7 ¡A nexo C.45 a le Demand e ds l~

Comis 6'1: .
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2)- Ordenar a los m iembros de la Junta Directiva del Consejo Regi:mal dar trámite a la
solicitud presentada a la Jum a Oiractlva y al Consejo Regional por la Comunidad A was Ting.,i
en marzo dB 1996.

3 .- Ordenar a los Iunclonarlos del \1ARENA no im pulsar el otorgamiento de una concesi6n
para la explctacién de recursos naturales en e¡ área concesionada él SOLCAR5A, sin estar
def'nida 'a tener-cía de la t ierra dentro del área. o sin haberse concertado con Awas Ti ngni y
cualquier otra Comunidlld Que tenga un reclame: fundado sobre t ierras comuna les den~ro del
áfea. 64 I

49. Casi un año despc ás de haber sido admitido el recurso por el Tribu nal de
Apelaciones, la Corte Suprema falló en contra del recurso sin llegar al fondo. Otra vez la
Corte falló con base en el límite temporal deducido de: artículo 51 de la Ley de Amparo y
su presunción de consentimiento al acto denunciado. A pesar de lo contenido en el
recurso de amparo, la Corte consideró incorrectarnerne que el acto denunciado se limitaba
al otorgamiento inicial de la concesión, lo que había ocurrido un año y medio antes de
haber sido introducido el recurso.f" Para la Corte Suprema el recurso era extemporáneo
porque la Comunidad tenía conocimiento de la conces ión desde hace mucho tiempo, así
corno lo mostraban las "pet iclc nes de la Comunidad relativas a sus preocupaciones sobre
sus tierras comunales " .eE Pero en vez de tratar principalmente del otorgamiento de la
concesión por MARENA en 1996, este recurso se trataba de actos y orrusiones posteriores
centrados en la falta de una respuesta a la demanda territorial de la Comunidad y la
supuesta ratificación de la concesi6n por el Consejo Regional en 1997, unos d ías antes de
qUE! se interpusiera el recurso.

50. La sentencia de la Corte Suprema sobre este segundo recurso de amparo de
la Comunidad, sentencia No. 163, fue pronunciada el 14 de octubre de 1998, después de
que la Comisión presentó su demanda a la Corte lnteramericana . La Comisión anexa la
sentencia No. '63 para conocimiento de la Corte, de acuerdo al artículo 43 del reglamento
de la Corte, que permite la entrega de pruebas de actos supervivientes , y con vista al
artículo 44 par el cual la Corte puede recibir cualquier evidencia que le sea útil.

- 3. La inefectlvidad del recurso de amparo interpuesto por los concejales
Thompson y Smith

-

51. Un tercer recurso de amparo fue interpuesto por Hurnberto Thompson y
Alfonso Smith, miembros del Consejo Regional de la RAAN, a solicitud de los lideres de la
Comunidad.f? durante el perfodo entre los dos recursos antes mencionados. Los
representantes de la Comunidad solicitaron la ayuda de los concejales Tllompson y Smíth
en los días posteriores al otorgamiento por MARENA de la concesión a SOLCAR5A en
marzo de 1996 , debido a que los oficiales del MARENA no habían hecho caso a la
Comunidad y la falta de resultados de su primer recurso de amparo.

•
I____________• I

~d Recurso de AmQ~ro de la Comunidad Mayagna da Awss Tingni, en cont ra de miembrcs de l ComiQ.e Re03;O.,éJl de
I ~ RAAN v lunc icM'¡OS 09 MAREI'lA. i nt~ rp IJ e.to e ! 7 de ,,"vi~mb r~ (l~ 1997. po". 59 . •

E.:' Corte Suprema de J.Jst ic:a . Sala de lo C:¡nst ilucir;mai, ser.'t'lH"'.cia No. 163 del 14 ':le octubre oe 1~98 :.A :'H~X :d .
•• Ibiel . pág . 9.
6' ;'¡¡~scr;poi6n de la audle :'lc,s sobre el For.do, supr», pág. : 2 5 Il~sl jmonjo o . l t C"igQ Humoorto -"""':>''''':''

-

.....

52.
recurso de

El 29 de marzo de , 996, los concejales Thompson y Smith lnterpus.eron un
amparo en contra del Ministro de' MARENA y otros oficiales de esa institución
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por haber firmado y avalado la concesión a SO~CARSA sin contar con la aprobación previa
del pier.o del Consejo Regional de la AAAN. de ' acuerdo a lo estipulado por el artículo 161
de la Constitución, Casi un año después, en el mismo día en Que la Corte Suprema fal16 en
contra del primer recurso de amparo de Awas Tingni, la Corte fa lló a favor del recurso de
Thompson y Smith y estableció la inconstitucionalidad de la concesión con base en el
defecto seña!ado. 8s El fa ~lo de la Corte fue basado en el requisito procesal del artículo 181
de la Constituc ión y no en una deter -nlnación de los derechos de prop iedad dentro del área
de la concesión.

53. En vez de acetar a la sentencia y declarar nula la concesión a SOlCARSA.
oficiales del MARENA dejaron que SOLCARSA continuara sus operaciones forestales y
buscaron la supuesta ratificac.ón de 'a r.oncesi6n por el Consejo Regional con el fin de
" subsanar " el defecto constitucional. El logro 'en octubre de 1997 del voto de la rnavorta
del Consejo Regional a favor de la conceaion, sin ninguna consideración de los reclamos

•
territoriales de Awas Tingní y otras comunidades indfgenas, precip itó el segundo recurso de
amparo de la Comunidad antes mencionado.

•
•

54 . La insistencia de MARENA de continuar la concesión, a pesar de la
sentencia declarándo!a inconstitucional, llevó al conceial Thornpson a solicitar a la Corte, .
Suprema una resolución ejecutoria . El 3 de febrero del año' 998, cas i un año después de
la sentencia, la Corte Suprema emitió su ejecutoria, solicitando al Jefe de Estado ordenar al
Ministro del MARENA dar cumpl imiento el la sentenc!a, Fue sólo después de esta
ejecutoria Implicando al Jefe del Estado que MARENA canceló la conces ión.f"

55. Pero ya la Comunidad habfa sufrido por dos años la vigencia de una
concesión maderera que atentaba contra su tenencia tradicional de tierra y recursos
naturales. Además. aunque la concesión fue cancelada por el Estado. esa anulación no fue
con base en un reconocimiento oficial de la tenencia tradicional de Awas Tingni, sino COl",

base en el requisito constitucional de consulta con el Gobierno RegIOnal. Tal como lo
expresó el agente del Estado en la audiencia sobre el fondo , el Estado continúa con la
posici ón que el área que fue dada en concesión a SOLCAR5A es tierra estatal, ignorando
toda evidencia de la tenencia tradicional de Awas Tingni y de otras comunidades .7~ Y
persiste la situación precaria que vive la Comunidad. sin una titulación u otras medidas que
garanticen su tenencia trad icional de tierra y recursos naturales .

111. LOS HECHOS COMPROBADOS ESTABLECEN VIOLACIONES DE LA
CONVENCiÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.

,
56. Por los hechos antes expuestos! y comprobadas ante la Comisión y la Corte,,

el Estado de Nicaragua es responsable por violaciones de la Convenci6n Americana sobre
Derechos. Humanos, en partl~ular vi.olaciones 1e los artíc~'os 1, ~ y 21 , este último relativo
a la propiedad, y de otras dtsposíclcnes de I~ Convención relacíonedos a los derecnos de

•
los pueblos indígenas sobre sus tierras tradicionales. El Estado también se ericuentra en
violación del derecho a la protección judicial del arncuto 25 de la Convención."

ee Corta Sl,¡ ;Jren-:a dé Justicia . Sentencia No. .. ¿ del 27 de tabrero de 199 7 (A nexo C.48 fli .~ OémanCliiJ .
" Corte Suprema d. J .J. tie •• . Ejeeute,i. de '. SeMenel. 1\; ,. 12. del 3 de '"brer ~ de 1S&B lAr e." CA 9 a l.

re Tran,cripciO,.. ce /& sudiane ja sobre el Fonde, suors, ;>ágs . 23: ·236 ialegatos l!nsles de. age,te d..1ESl''';>' .
~ l Véase :::lema"da de 'a Co.,,¡sió.., o.o;¡. 26-64.
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57. La Comisión Interamericana IleSa a estas conclusiones sustantivas de
derecho, por medio de una interpretación de la Convención Americana que se ajusta a
objetivo principal de la misma, que es la protección de los derechos humanos. 72 Tal como
ha señalado la Corte, el fiel seguimiento de este objetivo requiere que la Convención sea
interpretada con vista a las obligaciones suscritas por el Estado bajo otros instrumentos
internacionales y a los principios de derechos humanos contemporáneos aplicables,?3 que
en el presente caso incluye los principios sobre los derechos colectivos de los pueblos
indígenas. La Cor.vención misma seiiala esta metodología de interpretación en SL: artículo
29. Por lo tanto, la Comisión rechaza el intento del Estado de sujetarse a una
interpretación limitada y hasta retrógrada de loS; derechos protegidos por la Convención con
relación a una comunidad indígena vulnerable , ~ urge a la Corte a hacer lo mismo y aceptar
la interpretación de la Convención planteada por la Cornlsión .?"

- 58 . En todo caso la respuesta del Estado del 6 de mayo de 1998, al informe de
la Comisión No. 27/98 sobre el presente caso de acuerdo al articulo 50 de le Convención,
constituye una aceptaci ón de responsabilidad en el caso y por lo tanto, según el principio
de estoppel, debiera invalidar toda defensa que el Estado pretende presentar. En esa
repuesta el EstOldo no neg6 las conclusiones de la Comisión, más bien comunicó 100s
medidas que supuestamente había tomado o iba a tornar para seguir las recomendaciones
de la Comisión para remediar las violaciones señaladas. (El texto completo de dicha
respuesta se encuentra en el párrafo 68 de la Demanda de la Comisión).

a la propiedad y de las obligaciones estatalesViolaciones del derecho
correspondientes

A.
•

I
•

59. De acuerdo a los hechos expuestos, la Comisión Interamericana afirma que
11 la Comunidad Awas Tingni tiene derechos sobre tierras y recursos naturales que son
propiedad en el sentido del artículo 21 de la Convención; y que 2) estos derechos han sido
violados directamente y con relación al los artículos 1 y 2.

1. la existencia de derechos de propiedad protegidos por el artículo 21 de la
Convención

60. El artículo 2.1 de 1a Convención reconoce que "[tloda persona tiene derecho
al uso y goce de sus bienes". Bajo las prácticas y costumbres indígenas, el derecho
internacional y el derucho nicaragüense, son "bienes" de la Comunidad Awas Tingni su
posesión y usos tradicionales de tierras y recursos naturales.

-
61.

concepto de
Substantivamente el articulo 21 protege
propiedad incluye una gran variedad de

el derecho a la propiedad.
intereses que puedan tener

El
las

72 Cor:e IDt-I, C~~O de Vi'"'¡.;anCl Gl.'l.lsrdo y atrcE. 5entf3n~:a d'l t 3 de novlernbr» ce "': se'. Serie ,01. . No , 1:~ -81,

párrl.'lfe;;. 1e·.

-

13 Corte IDH . "Otros Tratados" SlJjEltQS " 191 jl.risdicción cO:,,\$u'tiva de 1" Corte (A rt . 64 de la Ccnver-e ~n

A"llerie¡):'H! sebee Derechos Hc-nanos}, Cpin'ón Ccr.sultiva OC-1.182. da 2A de Septiembre de 1ga2~ Serie A No • • 119 8 2·1,

pér,alo '-1 , . .
''1 Una exposic i1n excelente ::le ta 'll~tcdologra qü~ se deblJ segL.lir para la intClr::tretaci6n. de. la Convención en e

preaerue C(\50 69 $ncvar.tr8 en el asc-ito de amicus eune« he~ho y praaentado ~ la Corte pcr el n.o;ernation¡¡1 H..Jf"'l~n R;ght~

La", 3.0\.0 y el Cenler tor Int Cm atiOl'la1En'·¡ iror,n-e"tal Law, :>ág s. 7·13.

,
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personas sobre bienes tangibles e int angibles de acuerdo a entendimientos o normas
aplicables de varias fuentes."! Con relación a la tierra y recursos naturales. la propiedad no
se limita a 10 poseído de acuerdo a un título de dominio. Existen. por ejemplo. derechos de
propiedad por prescripción y derechos de usufructo limitado dentro de los sistemas
normativos estatales. 7e

"bienes" o de propiedad conten ido en
!

Se debe entender que el concepto de62.
el artículo 2 1. tiene un significado actoncmc que no está limitado por el sistema de
propiedad formalizado bajo el derecho doméstico estatal. Tal es el entendimiento que da la
Corte Europea de Derechos Humanos al concepto análogo de "posesión" del artfculo 1 del
Protocolo No. 1 de la Convención Europea de Derechos Humanos."?

63. En el contexto de pueblos o comunidades indíqenas como las de la Costa
Atlántica de Nicaragua. los patrones tradicionales de uso y ocupación territorial conforman
sistemas consuetudinarios de propiedad, La' Comisión considera que los derechos de
propiedad creados por las prácticas y normas consuetudinarias indígenas deben ser
proteqidos de igual manera que otras formas de propiedad, y por lo tanto califican como
derechos de propiedad amparados por el arttculc 21 de la Convención, independientemente
de lo ya estipulado en la ley doméstica. El no reconocer la igualdad de los derechos de
propiedad basados en la tradición indfgena es ir en contra del principio del artículo 1 . (') de
la no-dlscrlrninaclón en la aplicación de la ConvenciÓn. 76

-

-

-

-

-

-

-

-

-

64. Varios instrumentos y precedentes internacionales afirman que los pueblos
indígenas tienen el derecho de salvaguardar su tenencia tradicional de tierra y de recursos
naturales. 7~ Estos instrumentos y precedentes internacionales, en conjunto con un patrón
de acontecimientos relativamente consistentes a nivel doméstico en fas países americanos
entre otros. manifiestan la existencia de una norma de derecho internacional

,

consuetudinarlo al respecto, o por lo menos un, proceso ya muy avanzado de la creación de
I

-

-

,

" DiCCiON.JRiO J URICiCO MéXiCANO 'Sa¡;unda E~lción . Ins t it uto ele Iw a.-:igac ,'Jnes J¡;rl ;Jii;>.', E;J ,lor •• 1 Pou'¡ó,
1965): Tomo p·Z lPrODi~<!ad. J <Js~ A,ronio MARClUEZ 30NZALEl. pág, 2eOO, rn" ' e'" de Bg'ep., v a dq" i'i, .a ;J'Jp i~d~d¡.

¡Propiedad Cotnunst, Beat,i, B~RN,e.L y J osé 6A1'IP.AGA N SARAAGAN, p~gs . 260,,·2605, diversos ti pos de p rcc edad de les
anliguos mexica nos), To mo 1-0 ¡M odOS d" Adquirir. Carme n GARCIA ' IIENCIETA y J asús nODRIGUEZ " ROe"! GUEZ . pto. ,
21 4 5·21 4 8 . c las ilioación da m odos da ad qu ir.r la propríedadl ; Wi iliam R. Su.ciek. THE PRi.\'CIf'LfS OF AOA·/.L.N L" IV AND
r HEili .'iEU. TIOo\' ro MélO¡;t1N LA IV, cneoter XII. Ttle LiiJW at P'Clpsny (w"". W , Gaunl & ,5 0 " 5, Inc ,. ' 1& /39 :, pllS, Z2S
~ propjQd ad ccnstit.nde por ..m8l agrJ.::J3c j n s ir"! limite de derechcJs CUYliI 'ransferen.;: ie .. a.rncue ~03 sólo da alg 'Jno~ derechos y
no del co~iuntv. dio U ~ derecho en la propiegad del otro).

l< DIC-::ION¡j,riiO JURIDICO MEXICANO (Se~unda Edición, IM t il U' O de I,,.e,dsac :one. ~U,b;C6S. Ed 'to' ,.l Porr~• •
t 9SS): Tomo P-Z iS"rvidum/J,,,::. J e sé Anlonio MARQ\,:EZ GONZALEZ. P~9" 2913-2915, dasi!,caoj" a' derecho de
ust.tructo de pSl$;:)()sl "r' i;em~rtlJlnde sobre os servidumbres por lo Qe,.,~ral 'A ...mqu9 desm~mbram:er:.tos de 13 propiedad
suponen eie"nplos da aprovec'13m ie,'to ó ~timo dEl los recursos di~po"ibles. y :::u vatcr sec lal ES. ndisc.Jt ib·e "'J: COD;OO CIVIL
OE NICA f?A GUA !1997 } Arto .8oS ¡· Lo proscripoi6n es un medio el. adQuírir u n derecho de tlea-tarse de una carga '"
obIi9aei~n, po r al lapsc y baje le. condiciones determinadas cor la ley,",

"Malos E S ih'a, L'O v. Pcrtugal (19 9 71 24 EI-IRI'I 57.3 . "6 Corte d"cl~rO q"e ' ,119 ootton :!f ·pos."ss"'o..,s ' in
Artlcte 7 af Protocot No. T has en sutonomoos meen!..,g.... tn tb» present CiUC tbe ap/Jh~:rnts ' unchall~llgerJ tfgr.r~ ol/er U'Ie
disJ):Jred land tor etmast a cenrut'( sna tbo revenae th_y derive ',om worJdng ir may qU8Ht..¡ as "possessions" fer tñe
pvrposo. or "'r,;cle 1", V~ase 1arnb¡~r t.atr ld .s v . Gree c•. (19991_EHRR_. Hud'JC REI'00000994. ',1~rch 25 , ,5;99,
(af i "mad ;ts laS' intereses rel,¡,,;'!:i~o8' a ';, pose,¡ó'" y ':une;onar'i~.nto de vn cine jor once sro», )l."qUB bc]c l,¡: la}-' dvm• • tC~Q
exlstla dis,,,ta seorc el Ululo al oín=,; ~". Ho t ManM1orie,. 'J , Groece , 1 1 9 9~) 20 EHRR t , :1994j ECI-I'l 13029·971
lrc.;cnoc iendo de-ecncs de ¡:;ropiedad c,"r. baf::e en ecuceclé-i por siglos),

16 Véase Demanct.. dw l C1 Com ls¡ I~' , p~rr8fc. -.04-07, 51 princ ip ie da la ne-ceser !T'lnacíón '",-.le i1:J' lceda
iIop'rop,(lcla,.r·U~:1te par el A'te Trio .•mal c e ~ustra';a rJara reccoeeer lo quG' denomin6 '"titulo ~ati ..'o" (Native title~ , t itulo de
ercpíedsd besado e:"l la tenenc ia de t lsrra trad ic io""l8! da los aborrgenes de ése ".(5. M\Jb::J "J . Ciuee,.,sIQr"'d [Nc -;' 1 -: 19 92 1. '75
c: ..... ,Fl; . 1 IA ustl .; El Alto V i t:: \,.1 na! eal fico eco- e difl:.rimin81oria la dcctr ir e ec tlcade anteri,ymer.ta a loe .,0 -e·: c n() -;ta las
t radlc.onee y costurnbrcs ¡ndrgar"35 cerne t .re-aes de deréct"los Qe J'rop ·e~a c . Ibid .

" Volase O.ma'\c~ <;la la Comj~jó". párrafos, 96·100, 10-1·17 ,
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tal norma. 8J Además, las instituciones competentes de las Naciones Unidas han
ír.terpretado el Pacto Internacional de Derechns Civiles y Políticos, y la Convención en
Contra de Todas las Formas de Discri minación Racial- ambos instrumentos ratificados por,

Nicarag¡,Ja-como fuentes de obligaciones de los Estados para la protección de la tenencia
de tierra tradicional de los pueblos indígenas. al Estos elementos del derecho internacional
existente o emergente fortalecen los intereses "legítimos que tíenen los pueblos indígenas
en sus tierras tradicionales, y po- lo tanto conformen entendimientos a nivel internacional
que son fuentes adicionales de derechos de p~obiedad sobre esas tierras.,

,
i

65. En el caso Awas Tingni, se h~ establecido la existencia de un sistema
consuetudinario de tenencia de tierra dentro dél cual la comunidad posee derechos sobre
tierra y recursos naturales en forma colectiva mientras que los individuos y familias de la
Comunidad gozan de derechos subsidiar\osY 'Este sistema de Awas Tingni está ligado a
un sistema consuetudinario mayor de larga duración entre las comunidades indlgenas de la
Costa Atlántica. 33 Dentro de estos sistemas consuetudinarios complementarios, se
reconoce que la Comunidad tiene derechos cJlectivos sobre tierras y recursos naturales
{aunque queda sin precisar la extensión geográfica de estos derechos y la naturaleza
exacta de su co-existencia con los derechos d~ otras Comunidades; véase párrafos 71-73,
infra). Estos derechos consuetudinarios de la (j:omunidad, siendo afirmados por el derecho
internacional, son derechos de propiedad prot~gidos por el artículo 21 de la Convención
Americana. ~,

I
I

66. Aunque a juicio de la Comisión ei, concepto de propiedad del articulo 21 tiene
un significado autónomo que no se limita a las ~iguras de propiedad de la ley doméstica, en
el presente caso los derechos de propiedad qu~ se alegan sí tienen fundamentos en la ley
estatal, además de tener sus or(genes en la ¡, tradición indígena y ser rafirmados por el
derecho internacional. Tanto la Constitución! PoHtica de Nicaragua como el Estatuto de
Autonomía de las Regiones de la Costa Atl,ntica de Nicaragua reconocen las "formas
comunales de propiedad" de acuerdo a los patrones tradicionales de tenencia de tierra y
de recursos naturales de las comunidades indrgjenas. 9 4

67. Por otra parte, no e'irnina la exislencia de los derechos de propiedad comunal
de Awas Tingni el hecho que su naturalez~ [urldlca y extensi6n geográfica no están
identificadas aspeclflcernente por el Estado be acuerdo a un título u otro acto formal
estatal, Estos derechos de propiedad tienen sJ origen en la tenencia tradicional de tierras y

I,
,
•,,
I,

8" Los fund.m.~tQ. para concluí- cua existe una nbrma conauetudlnerla d. derecho i"ternacion.1 afirmando los
d"r~:h05 ce /:;)5 pv"b;os lndjgenas a S/"lS tierras trad'cior:~ICt.s :!~ encuent"'a"'l eXP,.J$stas Y detal!ad~s an el escrito de emicus
cvri86 presentada por lijl Na-::icnel COr"'gres5 of .A,,.,..er1i::an India re n el pre3en't8 caso, '; en 105 51iq-..J·ente.~ artfculos . Siegried
Wies.rer. "The l'Iights a"e1 Status O'f Indi;¡enous Peoples: A G cbel .nd COfll~ar.tjfve and Inter"ati""a Legal Anal.'. s", 12
!-Iarvard Hurnsr: Rights Journsl 57 i 19991: S. James Anaya I Reoe"" Wi¡ iam, Jr. "Tne Prc tact'cn el Indlgeno~5 Pacc'os'
Rights ovar Lar-es and Natural ResOufces unoer the lnter-An!ierican Hl"lrrd! .... Right3 System." 14 H8Tvard Hurnsr: ,qir;:¡hrs
Joumer 33 '2001¡.

" V"'Q Demande de la ('omisión, pArrafos 113·17
el Véase párrafos' 2-25, suprs,
s:; Véas8 Tra"5cr\pr~iór de la i:hJd".er'c'';¡ so;)re el fon Q, $vpra, pág. 151 tdeclerecteo de perito Hale): D¡'agnós¡ico

sobre la tenencie de la r/erra incilgena de fa Costa Attentics, su r8, Mareo Generar. págs. 12:-29 ..
~lL Véase Constrtue.ón Poli'ti:::a de '\'IiCcragua, erts . 5 89. ~ a~; Estatuto de Autonomía de 'as Regiones de la Costa

.~.t¡ántica da Nicaragua. Ley 29 ea 1987. arr. 36 {cisposicio.,e clraoes v d¡scutida3 el"'! la :>ema·1ca de la Comi~;ór., párrafos
93-S 5.
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recursos naturales, y por lo tanto existen aún sin actos estatales que los precisen.~; Por
las orueoas introducidas por la Cornlsión y no controvertidas por el Estado. queda
acreditado que tales derschos correspondientes a la Comunidad sí existen con base en la
tradición y costumbre indígena. Dentro del derecho internacional y las leyes de Nicaragua
estos de-echos tradic.onetes son afirmados, y se crea la obligación de garan:'zarlos.2~ La
afirmación de los derecnos de propledad tradicionales de los pueblos indígenas y la
obligación de garantizar!os tendrían poco sentido si se consideraran estos derechos
!egalmen~e inoperantes hasta su definición especffica.

68. Por lo tanto. en un caso reciente, siguiendo el ejemplo de las instancias
:udiciales de otros pa.se s. la Corte Suprema de Nicaragua afirrnó el derecho de propiedad
de la comunidad indigena Rama Key con base en su tenencia de tierra tradicional y las
disposiciones constitucíonales pertinentes, aunque esta comunidad no gozaba, tal como
Awas Tingní. de un título formal o de una demarcación estatal de su tierra comunal, 2" La
Corte Suprema falló que el delegado regional del INRA habla violado las disposiciones
constitucionales que protegen la tierra comunal indígena al otorgar oerm.sos a personas no
miembros de la comunidad Rama Key a posesionarse de terrenos que se encontraban
dentro de lo que la cornun.dad había identificado como su tierra comunal tradiclonat.P

69. Lo que refleja ta sentencia de la Corte Suprema en el caso de Rama Key.
tanto como los precedentes pertinentes de otras jurisdicciones. es que las indicaciones de
la existencia de tenencia tradicional de ti erré! y de recursos naturales resultan en una
presunción a favor de .a existencia de propiedad indígena. De acuerdo con las pruebas
presentadas por la Comisión, esta presunción se aplica en el presente caso a favor de la

se El ::1f5tecacc e3t:.Jojo ce las r-~flC!CnIaS Un.eas. Estvd;() sobre ~! p,obíema de discrinnnscián en contre de Jp~

aotuectonc» ir:dlgenas I val. 1/.r, E.:CN.4.'Sub. 2: 1 9Se:,' 7,. Actel. 4, ~árrafo5 2 ~ e. ¡ 1~ (José r'll' arttnez Cobv. eetatc.r es¡:-e~lan s·=ñal a
que:

... ir",n1!mc.r;,ll ccaaess.cn sr,ljl,.;\~J sdfi,:" 10 e.sl;JClist"'. irdiQI':('ou~ tL':.'~ te ianc, otl,!.:.\ ~~CCgt1It cr- .''''~

subaequan- r~QI:¡.trCl.tIO". 3.f'ld svc eequant r~gistratio¡"· ... As t-ese ngntS ~fil nc.t. "cr e ated" bv tec-efetce. "'e:lthar $t"\c:Jfc.
:lie·..· b,;;a ~)c:::in;uJ:; ...ed ti"" u,,'I!¡iteral ac:s ....

R~,:~gn ti,m '"lera I"ie.::.ns 3ci(,:t"~'It ='!'::gEllTlilt!'H Q. 31 oe I'~':O :i'tu¡:\lI~n lho!lt pr·.) .... ..:.es ;;: :J,).i.:-:¡ ~':J. -:h~ ';X:&t¡II"lt., .;:.'

~~ ~Igrt. OffL':;t81 'fJc,gnll:';',:n ~.'~'C 'H.• O;;""'1ué:"!t ~gCis:ratlc:n 11"10ula rouev.. as a ..... atter :Jf :::t::·ursS' vll~o; ccssusslcr- and

3:: \/é~ss Demar-da de :-'1 Cornis ;'11, =:i\!"ri!.'os S6-~ ~ 2 (e:x;:¡os:·:::i6n ::.1e il"'s:n.me:it·'Js 'í ;;J~ac~aents!s Int~·I"','¡:¡:lcra·e3

pertmenecs}: Tra!"',~crioc'6:" ce 'a audiencia sobre el toncc .. supr«, pág. 173 'dec·,~Hac.6n del ;:.gr to :1.of::¡ü"E! Ro'dá""! aflrma...do
que la tensncta .;le ttcrra tr,¡¡diclonQ.1 :nd"gena de fas. :cmunioadQs de la ces.a At anríca cr~a d€rscr:c5 di;! pro~iedad dt:~tr:J del
rrverco legoill r"Jicaragu:¡I"'s.e ¡L.::n &;0 :a exlstencfe de •..In titulo forma!),

" Corte S~~'o..,a de Je",ic'. iN;caragual. Santencia No. 1¡3. del 13 de .urnc dol añc 200Q C.so. de et-ee
jurlsdicc:ot"'es oilcion..;)e5 SfI Que se ha dadc '¡alidez Jurrdl;:a a la tener.ej" de tierra traeic.ons: indfger.a :sin q:".la Q...:js~íera un
titulo U otro acto forma' ;Iel !stadQ están 5oeñoJ.ladas en. el e¡lC~r¡'tos de :.micus cur;af: oresentadO$ Br"1 el prasente case acr el
Nariar¡al Con9rt3SS of American Irldiafls \~ g; Asembfv ot ,c/rst Nar,ions,

~~ La Corte Sl.iprema. ebservc cue normalmente den.tro del rr-arce legtll nH~aragüense las C1erechos caseoos en la
costurncre. (;C"';10 5"'::·1"1 los dcrecnos tradictoneres cié las cCñ"tUOld.dQS;: sobre sus tierras. nc pueden auphr a las le'/lis .;
orcenanzas eS~(;t35. Sr. err:bcrgó. a Corte concluyó. c:;ue el efecto de Iss dj3PQs~ciOJ'es cor.stitl".l;i¡:'f',3Jf"S as de garaf',tilM 'OS
derechcs tradlc;~nales ce 16:50 cQm ...·'io~des 'ndígers$ ./ Ql.ie e.stas garar.tras :m;:>Or'len c~lig.lciQn=s ;:)~ra las :.:lgenc:::ias c:el
¡;'stadc. SegL,n·a COfte:

A..::!l1i'T1~$ Ji! i·:::; ~rt"\~é1p!QS C'.1:"'1.3:i':uc1;::r'Iales ai".'tf)rLor""el"I'tElo ser"laIOlc()s y =UB COn'~ ·(6 d jil'Y1ú51 ,:,c,",,;¡;\:tU'/lifl t~.j.':l

wna guri):"I:la par;:! Mant~n",,1: .~ ;Jre&13r'}.'Jr ell 'Si$cema dI:! ¡)~cpiadaet comunal "::1) banefit;iO de la:.; ;,:.munida.<'es II"'.dIJ~flF.lg. el
Art. 36 .-:Iel l!!:¡ratutc dé .~.-..:t~r'lCtv'I·.a de 1..~=. RelJio""lli:s da 1.... C09ta A11:Ztntica col"loclda come,. 1¡ :"8', 28 ¡::ubllc9da en -;;
GElC.etil del tr~int•• ce 'JC":l,..ljrf:; -=e m¡· ·1u·,eci.,ntQEi; ochenta.., S,t:'t!13 ~icg !';Ir' las o.Jnes qL9 nos ¡nt~r·,,"ioe.· ",-= ¡;roP,',;,d!Jd
ComlJnal :8 -;r;nstit'.Jyt!l ':!IS ii:;l"'r8.'i. lJ~~.J'.t:i l' bC';;q"'f;I~ qU9 ¡...~,., pertensr;¡da tradiC,Qfia,'mQnru i ¡ss CCI'TJr,JrlialJdc:; (J'e !-9 CQSf~

Atrá"t/ctl I ~3~Cn ~"J/.t&S a ..~;; ~'gUl8"'~!!f; o·'-SO()sfclcnss: r) las ti,utfJS comLJr1al9i .son "!lI~je-ni:b't$. nc pu'(;~efi S!J,t' dl)f'l3GtlS.
vF)n-;/(j(l3. 9'T'b~r;$Idas) 'li 9.rav1JOb$ :/ SCin imJJ'escr...~r:blfls·, - i.a anteri"~ d.·,spo'Si.-;iÓf' sir'J€ de Indic.;:¡tl .... ::. pcila d"t~rmirl;:lr eL
;¡r3do ,je orOt6CCIÓI'1 Quoi sa le t;:rlr,:la ~ 1.1 prODiBdDd comlol,..~I:y el int6fé!l. cO("'lr'lQUldo ::1"1 E.~ta.jo <JI ::Isrla iI r.1IC:Ma prctecci6n
rsng=, Cc.'''''I:i:itu-;, C'1l"8) c~m l.) finaJ.J;)(1 de .ort:;~1f,lr'JB' i!:1 sisteml\ CoOml.lncU ~e Sl..!i ti~'ra5 y ..,1 "'lt!l mef',teNH y dl2ls~rrellar la
idt'H",'tidad y Cultura do nuastro L~ui!b o ln ...li;;al"'a .. Afl~e tDrl!J$ 'dJilrant'-2!s. tenernoS: ~ua CO"chJir que .::;,,¡.~lqLJ '3r :loC't:;¡ atel"1l3'tCri.:
~ perturl),ucrio o/f1¡;j.dc. ':O'"V3 ia Drocieca.: C(hT!LnaJ IiIS toU.lm"r'llil deiiJ+Ofluf'edo '1 "Iolatcflo ce :as ':!\:,.rl5lml;;¡s QlwJo;t nussv"
Cor'l9tlt __ ci6r'L C:':Jf'I!iClCr ..'1 en S·u.'S Mtic:ulos 5. 89. 1 '30. '80. y , 83.

S':l('l~e.,ci.; 1\0. 123, ~:,J~tS'.
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recursos neturales. y por lo tanto existen aún sin actos estatales que tos precisen. ss Por,
/ólS pruebas introducidas por la Comisión V Ino controvertidas por el Estado. queda
acreditado que tales derechos correspondientes' a la Comunidad sí existen con base en la
tradición y costumbre indigena. Dentro del derecho internacional y las leyes de Nicaragua
estos derechos tradicioneles son afirmados, y se crea la obligación de garamizarlos. a.. La
afirmación de los derechos de propiedad tradicionales de los pueblos indígenas y la
obligación de garantizarlos tendrían poco sentrdo si se consideraren estos derechos
legalmente inoperantes hasta su definición espectflca.

I

68. Por lo tanto, en un casu reciente. síguiendo el ejemplo de las instancias
judiciales de otros países, la Corte Suprema de Nicaragua afirmó el derecho de propiedad
de la comunidad indlgena Rama Key con base en su tenencia de tierra tradicional y las
disposiciones constitucionales pertinentes, aunque esta comunidad no gozaba, tal corno
Awas Tingni, de un títuio formal o de una demarcación estatal de su tierra comunal Y La
Corte Suprema fall6 que el delegado regional del INRA habia violado las disposiciones
constitucionales que protegen la tierra cornunet.indlqene al otorgar permisos a personas no

I

miembros de la comunidad Rama Kev El poseslonarse de terrenos que se encontraban
dentro de lo que la cornun.dad había ldentiñcade como su tierra comunal tradicional. e8

I

69. Lo que refleja la sentencia de lal Corte Suprerna en el caso de Rama Kev.
tanto como los precedentes pertinentes de otr~$ jurisdicciones, eS que las indicaciones de
la existencia de tenencia tradicional de tierr~ y de recursos naturales resurtan en una
presunción a favor de la existencia de propiedad indígena. De acuerdo con las pruebas
presentadas por la Comisión. esta presunción se aplica en el presente caso a favor de la

I
oS! El cestacado estudio ce fas. Kaciones Unidi:1ls. éstVrif() sobre el p'o!Jlem~ de d¡'sCllin/n;JcÍLí¡) en oontm de t;;:!!

poblaciol105 ;n"íg~"a5 Ivol. V.), E.'CN.4!S~b.2:198617lA(l(l.4, P1l1rato5 2" 6, :<17 !José M.rtlnez Cobo. relator es~ec;ell señal.
que: , ¡

... mrr-erncr ...~1 ccssess.cn s,",.rjl,.il(J surt.ee t:) es <¡elisr. irdiprJnO'J3 uüe te ter,e. 01Icl.5I\ ri!ltC-E¡nit or i.,r"I~
•

:Ii,-,t;,!i:3C;UBnt ~i';;JiEitr¡¡tiOI"'1, a"ld ;:j'.,l,,!:eqL.'J:"It rt:!g'stratlol1 ... ,,1.& tl'l;$El riQht:.s ~ra -tct "cr aared' bv l~g'slat'or, "elther sncu!o

tnav ba ext;nQui:shóC by Jnil~[eral :I::t5".. !
!=,e<~ogri:ion """re rnaans 3.ckn¡;wlE!dgeme!"l( .01 a af f~C:D j·tu~tl;;:'" tnev pr.:;: ...-Idee a ~J~~;g f,:,- tl"l.t" '¡¡'I..:¡st.enc, CJ~

e rll;:lI-::., OffLclal roc.ogr'I:·Cfl ooe eaesaouent ra{liStratio" '$i-Io~ld follo ...... es a r-rarter of COLJrsa. OI'\~8 ccssasstcn and

eC::Or"lClI"I"IIC oC::CUP'?J'tl0r. a-e oro\¡a~. i
B·~ Vé~,e De.'""larda de la Cornlsión. párraf.os 96·'1 {f.:;cpcsieJón oe ir"l'SirLlme!"ltos. y precedentes inle p r. ¡¡ cior ale3

pertinentes]: "'r;;'t"I~c"ipción de ~a audiencia sobre él fondo, S~'P'I • ¡:¡ág, 173 Iceo (lfaei6n del ¡:::,Qr'to R.D~i.J~ Ro'dé., afIrmando
que la tenenCia de tterra t,adicion.1 ¡ndlgen. de fas comunidad•• de la Cas:a Atldnt,ca Crea derechos de propleuad dervtrc del
rr.erco legal f',icarsgi.:.ense aun sin la existencia da un thulc fQfl'Tl~~).

~, Cone $uprcn-a de JUS1ici. INicara~usl. Sentenci~ No. 1¡3. del 13 de .untc del año 2000. ;:.'0' je otras
jurisdiCClCJnes nacionales e, Que se t)a dado validez jurrd'ca a ~a tenancia dé tierra tracicioria: índrgena :iiirl que existlera u....
titul~ u Otro tacto t:-rmal Cl~1 I!stad~ 6::.ttl'l ~eñ... lóda5 ~n ~1 lI11erlr:cs ~e ~fM;Ci.J'5 CUf'jae presantado5 Qn el prasar-te caso por el
lVa(IQnlll Com¡rass 0' Amcricsn /l1d,~~r.s '1 ",1 Asemblv' ot ~(rsr .N61q;~flS.

f;l!\ La Corte Su;:,reMa ecser....o que norrnalrnerrte der'fro del r-iarce legal n;~a'agJen:!:ie los de ..eches casecos en la
ccsu.rnbra. e ame son 105 ecrecncs t'30i¡;ior'1ales de las Otmtm.dadas sobra sus 'tierras. no pueden suplir a fas leyes "l

• •
ordenanzas eserlt3S. Si .... err.bargé, la Corte :;ontluyó¡ que el efecto de ':!IS dispc stcicne s ccnst'tuclenates e~ de g¡¡¡'antiz;ar ~os

derechos tradrconales ce 185 ccrnunioeeíea indfgenas '/ que ~stas ~ar.¡¡¡r-.tías imponen cbHg,¡Klor,es csre .as agen,::i~s del
esto!.ldo, SegCn:C1 COrte: .)

A.:jelTi~$ ce 10:5- c-ecectca CM'.3':i':lJc,Qr'lales él'\tf;r~orrrent. set"laIUC('S V :;L.le cerne "(i!l dli"""C5 '::cl'\;;.tltlJ~'l3r. te·':·':!
u,"a gi,Jr¡,:nr!~ para fflSntsn:tr .~ prf;l~er'.t'!l~ si :¡¡.'iofe~!J dIJ l)rc-pisq:.ad CQrm.:.,a.' ';¡''l ben~~i,-:¡O dE< J¡)~ C'::""'tJ~da:(!SS ~~dIQ...,nFl3. el
Ar~. 36 dal !i:Al'¡¡-::..JtO de A ...tr')r"O·'1'i de I"'~ FleO;;lI'J.i.a:g de 1.:1 C10sta Atl;Slflt'ca CCo"'lO\.o da c:,n"IO a Le\' ",,8. pU~;Il;:ada Er'l !..;5I

CaC'3ta .;181 tr03inu. de oC'~,-;/)r€:! de M,I I~O"'SC;"'''~O!i .:Jchef'¡ta .,. $I~te d,CSl 9·' l¡;s :J,;,r:es qU¡¡l nos mfe.r"':s.f!¡ "Jo pn~pi.;etl!':i

comuna/,'8 co{"sticu'"en ¡ss ti:Jrr8~, !Jgli'iS y bO:il:1v~s que /"1"" p8t16nsc':do rrarJic,::n8ImB,"'JIU "j ¡ss ('O!TJ:,itl¡agdo~ de /B C';-$fIi
Atlsntic(J }' r:stlJ .... :"i.J/ftss 1I },'fi r:i;U,'8.'7f,"S ~iSNslC'.icnBY,· 1) .'~!l rlSIr''¡S .=oml.H"J,isS :ser, ;'l¡;i9r'~b(N. /jO pu()d~"" S9,~ (Jl)r:adas,
vs,.,diOflSL smb81'gsdas, ni g.rBli8d~~s V s~,' imprssc;r¡,,:íbJes·, - 'l.a snten,r dlspc'Sk:i6n SI":';' oe l.,d:C<l:h'O pala (le:erni.,l!:lr eL
¡";(ado de "rCJte-:.:iÓ1 q..Ja ss '<.! brInda ~ 1.1 prc¡:;i8d~d ::::oml,.1'''I,." r el'I"tórés cC'r'I'I;;-Ht.:lo dt.-J .e:~tadC' fJ! ClarJe iJ ll,cra or:Jt€lcc 6r.
rarlgo c(;rl:itit'J::i~"'''I.I!Il C:Jr" I~ Enal.;.i(IO ce prú~1¡;rVar r;:1 sI5t~m·lI. CQ'n.Jn¡¡! ~e su.;; :i~rrEls '1 el (la mant-e:fHH 'y d"'!S::lfr::Jllar la
idcH",rideo Y Cl,Iltura. du 'lUQStrCl Cl,J~b.:J lrdi;;ena.• A,.,,:s tiJles ga,!·1ti,a.S tsns'TIoS ~ue :oncJ .... r '1..:e c..:~lqLJie· -'1;';':' atElrl\'l't,:,r,o
'::J penllr~)ator o dlr g!da c:ol"lva 'Ia prvpit:ld=.,: (''':','r;;.lnal ~~ tQ'tCilm"nN d••i]fO~tUnBd':l ~ ,,'i:latorl:J d:=. las Q(ttl'lmfas 'OlwJe iIJB~':.·;::

Cqrl5tiru~¡,~1'\ c~nsüor"i en 5US .~r(¡';LJI.:.s 5. sr., 130, 180. ~' , 93
S~r'lt;encia No. , 23, ~vrHiJ.
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Comunidad Awas Tingni con relación al área geográfica señalada,
estabiece- ni es necesar.o o apropiado establecerse dentro de
internacional-la definición específica de estos derechos de propiedad.

I

70. Sin un análisis adecuado de las pruebas de la tenencia de tierra tradicional de,
Awas Tingni. y utilizando criterios incorrectos, el Estado toma la posición extrema que
Awas Tingni no tiene ning(.n reclamo legítimo basado en la tenencia tradicional o histórica.
Pero el principio del estoppel impide que el Estado tome esta posición ante la Corte. porque
va en contra de las pos.ciones que ha tomado el Estado anteriormente al relacionarse con
la Comisión Interamericana y la Cornunldad.f" En los procedimientos ante la Comisión, el
Estado acept6 "dar cumplimiento a las recomendaciones de la CIDH en relación a
establecer un procedimiento ... que tenga como resultado la demarcación y el
reconocimiento oficial del territorio de Awas Tinqni"."? Anteriormente. en representación
del Estado, el MARENA había firmado un contrato con 1;;1 Comunidad en el cual reconoció
explícitamente el reclamo legItimo de la Comunidad y Se comprometió a "facilitar la
definición de las tierras comunales y no menoscabar las aspiraciones territoriales de la
Comunidad".91 Asimismo, representantes del Estado hicieron afirmaciones semejantes en
una reunión de supuesta negociación en marzo de 2000. El Estado convocó esta reunión
al margen de la Comisión lnterarnerlcana, al intentar instigar que la Comunidad retirara su
demanda ante el sistema lnterernericanc.P! El Estado no podría ahora neqar que la
Comunidad tiene un reclamo legítimo.

71.
contrarrestar (a presunción de la existencia de propiedad comunal perteneciente a la
Comunidad. Como ya se ha señalado. las críticas hechas al trebejo etnográfico presentado
por la Comisión no tienen validez y no se basan en ninguna contraprueba de los hechos
establecidos por la Comlslón.:" Además, el argumento del Estado de la fa\ta de
ancastralldad de la Comunidad no tiene fundamento en los hechos ni en los criterios
correctos. La propiedad indígena se basa en la tenencia tredicionel, tal como lo reconocen
los instrumentos internacionales y las leves de Nicaragua.94 Así como lo han explicado los
peritos Dr. Rodolfo Stavenhagen y el Dr. Charles Hale, la tenencia tradicional implica la
tenencla de tierra y de recursos naturales de acuerdo a un sistema de orqanizacíón social y
costumbres identificables ligados a una continuidad histórica. pero no necesariamente,

!
as Véase Caso Ne;,. /I.legrra v Otros, EXcé~cioneG Prcñmlnares. sentencia de 11 de ciciembre de 1991, Corte ID,-,

15er. C,I No, 131199<:'1, párr, 29lafirmando.1 ~(nc'pio de estop/Jef¡; E.'. et. "l,R" St." Creek v , Greec e. Series A. No. 3Gl·
B. 9 Dec . 1994. :199S} 19 EHRR 293, paras, 35·35 I.flrmando tI"e al princlcio se aplica tanto cer- respecte a act tudes
adoptadas dentro del rniSTi",Q lit gio ir.tcrnacjor'!~f como. en retaclcr a ac-;itl,Jd'lEIs que 30 muestran der.uo del ámbito dCofT'.4sricol.

so Respuesta del ESt6CO de NICaragL.9, del e de ml5lYO de 1999. 3 13S re~omond;;¡cio"'les de la Corn slón el"l SJ
Info'me No. 27193.

91 Conver io de Ap~o\(e:::;ham.gnto Fore-stal e.,tra la Comunidad je AWBS Tingri¡ Mi::lIderas y Del'¡vadoG dQ
Nicaragua, S.A. y el Min,ster;o del Ambienté V 'os Recursos Neturales, 15 de mayo de 199':'. art.3.2, V.ase Trenacnpcián de
la audiencia sobre e! °o~dO, suors. pág, as. ltestimcnio de Guillarmo Castilleje afirmando V dascnc an:Jo tal compromiso
R l.
"stat.ll, I

92 "-os det atles de este reumcr se enCL.,="ntrs en la comunícae.ón de la Ccmisión a 1:.=1 Corte d..;: 13 de abr': de 2000,
v SLS ~neXOE,

!J3 Véase o~h~afa5 e y 23 .. suor« .
.. Véase Convenio (No, 169 de 1939) sobre Puaolos I...elgena. V Tribales en Pais's Ir.cep....dlen~.s, .r:;,=(;I.;] 14.1

~¡¡¡firmando e derechO de prcpledao de tos pueblos indígenas sobre la 'I;1,¡¡rr.a que "'tr;;¡dici~nalmente ocupan"): ~·ovectc de
Oec'arilcicin d~ :¡3S NaCIones Un;das sobre los ;ters~ñvs da los Pueblos IndigsnilS.. artlcu.o 26. ado~tado por /8 Sl"Io=cmisión
sobre la Prevención de .a Discr!minaciÓ1 y F'ro~eGc!én de las M,norres, 25 de agoste J, 1e~4, ~.'C~j.4:50b 2,", 994.'45, e , • OS
(derechlJ5 a tes tisrr'as, ir::;;. que "n-acrcooetmente han p05eido u oc,,"paao"';; tstatuto da AutlJrom¡'8 de la; Reg:cnes dg ,él

Costa At;ántic8 de Nicar,;¡gu3, susr«. ert. :36 ("'l..~ propiedad cornu-iel la constituve las uerres Que t"an Oene'1EcÍ(:e
C'r'adicigl"'!,¡}/mer,te a as comunidsce.s ... "1, ;
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ligados a un solo lugar y una sola conformación social a través de los siglos. 9 5 La
deflnlclón limitada del Estado de ancestralidad dejarla a la mayorla de los pueblos lndfgenas
de la Costa Atlántica y del mundo sin la posibilidad de reclamar derechos a la tierra y sin
que ya tuvieran títutcs forrr.alas.

I
72. La única evidencie señalalda por el Estado que pudiera ser pertinente a la

identificación de los derechos de propiedad de la Comunidad dentro del área reclamada es
la evidencia de los reclamos de otras comunidades sobre partes de la misma área. Sin
embargo, el simple hecho que existan .tales reclamos no llega a refutar la existencia de
derechos de propiedad de Awas Tingni .dent ro del área. No existe ninguna evidencia que
los reclamos de otras comunidades sobra el área sean superiores o incornpatlbles con el de
Awas Tingn!. Al contrario, la presencia en el área de las otras comunidades más cercanas,
las de Tasba Raya, comenzó posteri,r a la de Awas Tingni; en el caso de las Diez
Comunidades , éstas no t ienen ni nani: tenido ninguna presencia efectiva en el área."
Ninguna de estas otras comunidades gIOzan de un tItulo formal que se extiende sobre el
área reclamado por Awas Tingni; ds reclamos sobre el área son subjetivos y al
documentar estos reclamos los doctor8~ Hale y Gurdián no pretendían refutar las pruebas
que fundamentan el reclamo de Awaé Tlngni. s7 Lo único que pudieran probar estos
reclamos es que existen tierras que son compartidas tradicionalmente por Awas Tingni y
estas otras comunidades, y que los .darechos de propiedad de Awas Tingni no son
exclusivos sobre toda el área reclamada. No es necesario que AVvas Tingni establezca la

I

exclusividad de dominio sobre toda el ;Srea reclamada. El concepto de la propiedad no es
limitado al dominio exclusivo de la tiarra, sino también puede coneistlr en un dominio

••

compartido o en derechos de uso y acceso, de acuerdo a las costumbres que han venido
desarrollándose entre las Comunidades lndfgenas da la Costa Atlántica.

73. Como explicó el perito, pr. Hale, la existencia de reclamos de dos o más
comunidades indígenas sobre la misma rárea' no necesariamente representa la existencia de
conflictos, sino que puede ser la représerrtaclón de entendimientos tradicionales sobre el
uso compartido de la tierra. Tal. entendimientos y patrones de uso territorial
sobrepuestos son comunes entre las ~omunidad8s indígenas de la Costa Atiántica y de
otras partes del mundo.se El estudie elaborado por el Dr. Hale y sus colegas bajo el,
ausplclc del Estado, y supuestamenje entregado a la Corte en cumplimiento de su
resolución del 24 de noviembre de 2000, hace las siguientes observaciones:

I
••

De los 29 mapas surgidos del Diagn6stico. solamente dos ::arecen de tras .apes con reclamos
advac9ntes. Esos traslapes serían aú~ mayores en nüme-c sr el universo del Diagnóstico
hubiera cubierto la totalidad de las corrilnidades del la Costa Caribe de Nicaragua.,
por un lado, hay comunidades qu. a pesar de sus numerosus pequeños ccnt.lctos
lntercornuns.es y de algunos caso serios. han vivido en pez entre sí PO( siglos.
;:;soeelalmente en los casos de 105 aclames de ',os bloques más Ilrandes. Que inch.yen
extensas áre<ls destin<lda5 3 1;0 c az a, reserva ecológica. ó reserva foresta l ó agrrcola. les
traslapes con bloqvas adyacentes ..s " realidad de CÓMO har- tenido que v'v'r sus derechos a
la tierra comunal. ~os co-rñíetos parecsn surgir s610 cuando se producen cambios radicales en,

-------- - . . (

" Tran•.cripciór, de la aud iencia sobre e l ~ndc. $upra. pégs . 75·76 Ida:lerac i6n d~1 perito Staven~ager); C. Hale.
Coment3rio~ soore el dicterren etnDgdlict' del Sr. O.ae~. V" FiJpa , págs. '·2.

ti! \léase pérra1ü 2'3 . suar», v rvorus , ~

2 1 V40se p6rra~o ~4, $up"a. V nQ':'a~ . ~

l:\& Trans;crpción de 18 ¡lu.::iiQncia sobre el .bndo, supra. pág¡. 157,16 t , Véase escruc oc srntcus cunee del NatiOr'al

Congrcss 01 A''I'le· icar. Indien. . ! .,,
I

I,
I

I
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los planes de uso de esos recursos. Pdr ejemplo, con la llegada de una cor-ipañra a extraer
madera o cuando "I~ur,a entidad exter¡'a insiste en que debe haber una sola linea divisoria
entra los derachcs da propiaoad de dos grupos.··
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74. En el caso de Awas Tingr.;, las comunidades Miskit<ls que el Estado alega
estar en conüicto con la Comunidad sobre la tierra que reclama, se han presentado
formalmente ante la Corte, por medio de un escrito de emicus curiee, para expresar su
apoyo al esfuerzo de la Comunidad Awas Tingni de defender esa tierra en contra eJe las
pretensiones del Estado.1oo !,

,

75. En todo caso las prueb~s indican que la Comunidad Awas Tingni posee
derechos basados en la tenencia tradicional de tierra y recursos naturales dentro del área,

señalada. Estos derechos son derechos de propiedad que son protegidos por el artículo 21
de la Convención Americana. ,

,,,.,

-

- 2. La violación del
Convención

artfcul4' 21 con relación a los artfculoll 1
,

y 2 de la

-

-

-

-

-

-

-

-

,

76. En vez de ser una debilidad en la demanda de la Comisión ante la Corte, el
hecho que los derechos de propiedad d, la Comunidad quedan sin una definición específica
conforma un elemento de la responsabilidadmternacíonal del Estado en el presente caso,

I,
77. Las indicaciones que exjisten de la tenencia tradicional de la tierra y de

reCi..JrSOS naturales, y que justifican una presunción de derechos de propiedad al respecto,
hacen que el Estado esté obligado a ~nvestigar esas indicaciones y a tomar las medidas
administrativas y legislativas neces~Has para garantizar los derechos de propiedad
correspondientes. Esta obliqaclón se ~:ncuentra implícita en la afirmación del derecho a la
propiedad del artrcu¡o 21 de la Conv~nción, sobre todo cuando se trata de la propiedad
tradicional de comunidades indígenas vulnerables como es Awas Tingni,'01 y se
fundamenta además en los mandatos explícitos de los artículos 1 y 2 de acción afirmativa,
estatal para garantizar los derechos del la Convenci6n.,02 La necesidad de que los Estados
tomen medidas afirmativas para ide~tificar y garantizar los derechos de los pueblos
indígenas con respecto a sus tierras tr~dicionalesha sido señalada en varios instrumentos y
decisiones internacionales, 103 i

78. En el presente caso, '9 falta de medidas adecuadas para garantizar los
derechos de propiedad de la Comunidad ha persistido, a pesar de las varias ocasiones en
que el Estado se ha enfrentado con las indicaciones de la tenencia tradicional de tierra y de
recursos naturales de la Comunidad. El Estado no sólo ha sido negligente en ignorar estas
indicaciones por años, sino que ha actuado repetidamente con intenciones de minar el

92 Disgnés":ico sobre 18 'tenencia de tierralindfgei'J4 en la CostB ArlánticiJI.. supra, fle5I.Jrnen qC:CtiU'VC, páS. 36.
I~O Véese Memoria! di' Amicus Cur¡ae ~::lTltst:ntEl~o oor OrganlzacioiEis • Comunidades. '1 Hep raaerrta-rtes lndrgél''It~S

de r";i!::a-ag\,Ja en el CiaSO de la CO~l,..nidad Ma)'ólgns f5un"lo~:de A\o\I81i1 Tlngni, transmitido a ~a Corte el 26 de enero de 1999
ientre .es suscritos =stán Ifl3 ~L:tOrldilcas de Kar;:ná, aS Diez. C:on",unik:ladéil, y i~sbél R,¡¡ym.

1', Vé.ase Trañscri:;.ciÓI"I de la éiudie¡C'it3 :;¡bre!'1 fondo. SIJlN~.· pág. 73, 78 ¡oee é1"'¡¡C ón del certo Stavenh¡;;ge:'"')
sob!'Q la ;rr·portsncia para los pueblos indi;er"l¡jg de I titl..la~iór'l de su t.erra):

-c Véase Dorn.r.de de la Cc.on'sión. ;>89· 3S'~9'

'::'2 \l6a:;e tbia, E5~(itc /;la .ámicus: del NBt"'c~1 C~ng'es.s ot Amlu,can tnaien» págs. 26·40; VViessn-er. suprs;
Araye e... \Vi1IiBmS .. s:,.¡pr2 .•

,,
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79. A pesar de las varias solicltudes de la Comunidad, el E9tado no ha
demarcado o titulado su tierra comuri3L ni ha tomado otras medidas necesarias para
identificar y garantizar sus derechos! de uso y ocupación de acuerdo a patrones
tradicionales. No sólo existe una falral de medidas administrativas necesarias en el caso

•

particular de Awas Tíngni, sino también existe una falta de un marco legal adecuado que
•

facilite tales medidas adrninistretlvaa . í La evidencia que demuestra esta condic. ón es
abundante.'?' Sin las medidas necekaries para garantizar su propiedad comunal, la
Comunidad vive una situación precaria Yl¡su capacidad de desarrollarse social , económica, y
culturalrnente es impedida. Esta concncló n establece violaciones del derecho a la propiedad
(artículo 21 de la Convención} y las obl i aciones estatales de tomar las medidas necesarias
(artículo 1.( 1) Y legislativas (artículo 2) .ara hacer efectivo ese derecho.,.

80. El Estado no evita su rsponsabilidad internacional por la complejIdad del
asunto, ni mucho menos porque se de' a a una situación generalizada de larga duración.
Como ha señalado la Corte, tales eons deracíones no justifican un estándar diferente para
determinar si existe una violación de la Convención Americana . Consideraciones como

•
éstas sólo pueden tener relevancia para juzgar la probidad del Estado en cuanto a la
implementación de medidas para rernedlar la violación señalada. Fs obvio que ha pasado
demasiado tiempo desde que el Estado ¡de Nicaragua ha venido dejando a las comunidades
indfgenas en una condición más que v Inerable con relación a su tierra tradicional. Desde
siglos atrás la tenencia de la tierra t adicional indígena ha estado bajo amenaza y sin
garantras adecuadas, y desde décadas ino es que siglos atrás las comunidades de la Costa
Atlántica de Nicaragua vienen reclam ndo la demarcación y t itulación de sus tierras. :05

•
Aún después de que el Estado de Ni aragua se comprometió a garantizar la propiedad
comunal de las comunidades indlgenas ;en su constitución de 1986. ha pasado un período
extendido sin pasos que lleven a las ga : ntlas necesarias para Awas Tingni y muchas otras
comunidades indígenas. El perito Roq ·e Roldán, un jurista que ha estudiado de cerca la
situación en Nicaragua, estimó que la e nstruccíe» de un marco administrativo adecuado, y
la subsecuente titulación de tierras a avor de las comunidades indígenas dentro de ese
marco. se podía haber hecho en "un , dos. o tres años" dada la voluntad poütlca para
hacerlo. loe

81. La falta de garantías ade uadas para la propiedad comunal de Awas Tingni. y
la consecuente violación de la Conven i6n, no sólo consiste en la falta de demarcación y
t itulación. También conslsren en la ausencia de reglas que orienten a las agencias
estatales a no tomar acciones Que pu dan menoscabar esos derechos. Sin reglas de este
tipo. las agencias del Estado han igno do la existencia de derechos de propiedad basados
en la tener.cia tradicional, y han segui o la pclltica de tratar como tierra estatal toda tierra
sin título formal aunque fuera usa a y ocupada tradicionalmente por comunidades

1.;J4 Vó3sa Trar-acr ipc i ón dti la Bl"Id:erC i3 S : tEl él -::'ondo , suars, pégE . 99-100 (,:!! sti rnu ll io del testigo D!' . Gurdian);
~ege . , , 5·17 uest trncoe del test igo Broo klyn Riv~ra i p~g - ' 6 ' · 5 :> Itestlmonio del cerrtc Hal.: ; p~g. - '57·' 14 Ica: "-a-:IO~

del perito P.oque RoloáOl . v éa se tambián D¡8$ndst¡~ 'soor« la tBnell~,'a de tterrs indígena en la Cos rs Atánti':8, svtsr«,
Informe Final. págs. 392·396; M~(co Ge""r~í. pá~s . 3·97, 1:! 8·51.

1\":5 CiiJgnóst,'ctJ sobre l. tQnencia dB tien indfr;enB ~f'¡ la Costa A üéntic«, supra. /l,1arco Genere), p~~s , 'O~4' ;

11 2 · 1 20 .
H'" Trensenpcton C" la audlerc a sob re "Iondo . suors , pégs 17 1·72 .
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indrge~as. Esta política, a través de la historia y en años rec ientes, ha resultado en varias
instancias que el Estado ha tomado determinaciones en perjuicio de la tenencia de t ierra
trad icional da las comunidades indígenas. Así fue como la agencia MARENA del Estado
otorg6 la concesión maderera a SOLCARSA sin tomar en cuenta la propiedad comunal
tradicional dentro del área de la concesión.

82. La concesión a SOLCARSA es un ejemplo dramático de la situación precaria
que vive la Comunidad Awas Tingni sin las medidas adecuadas para garantizar su
propledao comunal, una sltuación por la cual el Estado es responsab le bajo el conjunto de
los artículos 1, 2, Y 21 de la Convención.

83. Además. el otorgamiento de la concesión y los esfuerzos de 105 funcionarios
estatales de avanzar con las operaciones forestales planeadas en sí configuran una
violación activa del articulo 21 de la Convenci6n. La Comisión se reserva el derecho de
presentar pruebas sobre los daños resultantes de las operaciones foresta les autorizados por
el Estado dentro de la tierra rec'arnado por Awas Tingni, durante la fase de reparaciones
del caso. Pero aún si no hubiesen tales daños físicos resultantes del corte de madera
dentro de la tierra reclamada por Awas Tingni, la concesión y los actos del Estado
relacionados han constituido una violación del derecho a la propiedad del artículo 21.

"

84. Con el otorgamiento de la concesión sin tomar en cuenta la tenencia
trad icional de tierra y de recursos naturales de Awas Tingni, mas la insistencia de
funcionarios estatales de continuar con 105 ' planes foresta!es aun después de haber sido
informados de esa tenencia tradicional dentro del área de 1;:\ concesión, y sumado a esto la
situación precaria general que ya vivía la Comunidad sin un reconocimiento oficial de su
propiedad comunal, se constituyó una interferencia injustificada con el goce del derecho a
la propiedad . Para la Comunidad la concesión a SOLCARSA. aún antes del inicio del corte
de madera. significó un grado elevado de insegundad en cuanto a sus v ínculos culturales y
de subsistencia con la tierra y recursos naturales . las operaciones forestales planeadas
claramente implicaban restricciones para los usos que hace la Comunidad de la tierra y los
recursos forestales, y el potencial despojo de la Comunidad de esa tierra. La insistencia de!
Estado de avanzar con los planes forestales de acuerdo a los términos de la concesión hizo
que la Comunidad tuviera que dedicarse por varios años a enfrentarse contenciosamente
con el Estado, desde una situación de desventaja, para intentar defender sus int ereses.

85. Además, la concesión impidió que la Comunidad pudiera avanzar con sus
esfuerzos para lograr la definición y reconocimiento justo de sus derecnos sobre tierra y
recursos naturales dentro del área. Las pruebas incontrovertidas de la Comisión indican
que la Comunidad tiene un reclamo leg ítimo para el reconoc imiento oficial de derechos de
propiedad sobre el área de la concesión, aunque estos derechos de propiedad no llegaran a
ser derechos de dominio exclusivo sobre toda el área. El reclamo legitimo de la Comunidad
incluye el reclamo de beneñciarse de los bosques que fueron entregados a SOLCARSA,
especialmente en vista de que el Estatuto 'de Autonomla de las Regiones Autónomas de
Nicaragua señala explícitamente que la propiedad comunal de las comunidades incluye los
bosques que les han pertenecido tradiclcnalrnente. 10 7 Al impedir el avance de este reclamo
legítimo para el reconocimiento de derechos de propiedad, sin un estudio adecuado del

•

t07 Estatuto de Autonon-.ra . SiJ;J!8 . a-t . 36 .

•
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reclamo. el Estado injustificadamente interf irió con los intereses propietarios im port antes
que el reclamo representa y negó a la Comunidad el debido procesc.I'"

86. La Interferencia con el goce de Awas Tingni de sus derechos de propiedad.
ocasionado por la concesión a SOLCARSA, califica como una violación del artículo 21 de la
Convención Americana. Esta Interferencia no es menos grave que los actos identificados
por la Corte Europea de Derechos Humanos como violaciones del derecho a la propiedad
del artículo 1 del Protocolo No. 1 de la Convención Europea de r1erechos Humanos. Por
ejemplo . en el caso de Metos E. Silva, Lda. v, Portugal. ros la Corte Europea examinó el
efecto de la creación por Portugal de una reserva natural con relación al derecho de
propiedad reclamado conjuntamente por unas ccrnpañtas asociadas sobre una parcela de
tierra que fue inc luida dentro de la reserva. La Corte encontró que el reclamo de las
compañías. aunque controvertido por el Estado. era bajo condiciones suficientes para
constituir propiedad dentro del significado del artrcuto 1 del Protocolo No. 1. Y encontró
una int erferencia injust if icada con la propiedad aunque las compañías permanecían en
posesión del terreno y continuaban trabajándolo. La interferencia, y la consecuente
violación del artlculo 1 del Protocolo N°1, se basaba en la incertidumbre y situación
precaria que el establecimiento de la reserva natural habla creado para las compañías con
relación a su propiedad reclamadal' o

87 . Según el artículo 21 de la Convención Americana. el goce del derecho a la
propiedad puede ser subordinado al "interés social". Pero en este caso no puede haber
argumento que existió algún interés social en el otorgamiento de la concesión a
SOLCARSA. mucho menos uno que justifique la interferencia con los intereses propietarios
que la Comunidad tiene con relaci ón a tierra y recursos naturales dentro del área de la
concesión. La imposibilidad de la existencia de tal int erés social resulta Uf;!/ hecho de que la
concesión fue declarada inconstitucional por la Corte Suprema de Nicaragua.' :'

88. Aunque la concesión a SOLCARSA finalmente fue cancelado por el Estado. la
violación del derecho a la propiedad comunal indígena que ocasionó no ha sido remediada
por completo. Lo que todavía hace falta, en adición a compensación por daños morales y
pecuniarios . es la demarcación y titulación de la tierra comunal de Awas Tingni y otras
medidas apropiadas para identificar y garantizar los derechos de uso y ocupación territorial
de 'a Comunidad.

B. Violaciones de otros derechos afirmados por la Convención Americana
relacionados a la tierr¡¡ tradicional indrgena

89. Los vjnculos que la Comunidad Awas Tingni mantiene con tierras
tradicionales y recursos naturales se relacionan con varios derechos afirmados por la
Convención Amerícana en edición a' derecho a la propiedad del artículo 21 . Para los
miembros de la Comunidad, al igual que para miembros de otras comunidades indígenas, la

'('l~ l.¡ corres nac tona'es de v a-ics países hi!lr'l reconcelde que un reclamo legrtlmo a un bien, a j ..... C.J8 nOv él
reclam:J no se e oerfe:;C;OflbOO .o acompaóado por ':3 poaealór- del bIen, es un intere5 prép;c~,'jr;o Qua rril:,ec~ la prt:1t:eclón de"
debido proceso . Ver. por eíemo'c ~~ldber9 'J. Kél'Y. 397 U.S. 2:4 tl97CI umeres e-t el rnante tú-ulento c e beneficio. de
.ogJ ridad scclal).

re 11 9S7! 24 Ef.lI';R 573 .
)l ' /bid . pil"B1o, 72·79 .
" '. Véase párr~'o 52. supra.



•-

O.-\.S 1CHR

27
&O~754

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

tierra comunal es el lugar de su pasado ancestral y su habitación actual, como ha quedado
claro por las pruebas presentadas por la Comisión. La subsistencia de los miembros de la
Comunidad depende de las actividades que realizan dentro de su territorial tradicional, y
estas actividades de subslstencla forman parte de su cultura y están íntimamente ligadas a
las relaciones familiares y la organización social de la Comunidad. La relación que tiene la
Comunidad con su tierra tradicional tiene profundas d.menslones religiosas. La existencia
de la Comunidad en sí depende del espacio territorial que ocupa en el que desarrolla sus
variadas actividades. " 2

90. Como explicó el perito Stavenhagen, los derechos humanos individuales y
colectivos de las ccrnunldades indígenas como las de la Costa Atlántica no pueden ser
gozados plenamente sin el manterimiento de las relaciones q'",le tienen las comunidades con
sus tierras tredíclonelea.'!" Estudios importantes de las Naciones Unidas han coincidido en
que la tierra para los pueblos indrgenas es en general una precondición para el goce de sus
derechos numanos basícos;' "

91, Dada la naturaleza de la relación que tiene la Comunidad Awas Tinqni con su
tierra tradicional y los recursos naturales, el mantenimiento de esta relación implica los
siguientes derechos contenidos en la Convencíón: el derecho a la vida {artículo 4l, el
derecho a la honra y la dlqnidad (artículo 11), la libertad de conciencia y de religión
(artfculo 12), IEl libertad de asociación (artículo 16}, la protección a la familia (artículo 17),
Y la circulación y residencia {artículo 22).',5 Al ignorar y rechazar la demanda territorial de
la Comunidad, y al otorgar una concesión para operaciones forestales a gran escala dentro
de !e tierra tradiclonal de la Comunidad sin tomar en cuenta su interés legítimo, el Estado
violó una combinación de estos derechos.

92. Además. al no responder a las repetidas solicitudes para la demarcación de
su tierra. y al no consultar con la Comunidad antes de otorgar la concesión a SOLCARSA.
ei Estado violó el derecho a la participación en asuntos de gobierno y el derecho a petición
(artículo 23).

93. Al interpretar las disposiciones de la Convención Americana que son
pertinentes al presente caso, se debe tener en cuenta, de acuerdo al artrcuto 29 de la
Convención, la responsabilidad del Estado bajo otras convenciones internacionales.
Nicaragua es parte del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, el cual afirma
varios derechos aplicables, inclusive el derecho a la libre-determinación de los pueblos
(artículo 1), los derechos a la familia y a la vida privada (artículos 17 y 23), y el derecho a
la integridad cultoral de las minorfas (artículo 27). En el contexto de sus evaluaciones de
informes estatales y de quejas balo el Protocolo Facultivo del Pacto, el Comité de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas ha Interpretado cada uno de estos derechos a favor de

'" Vé~s" pérralos 12-20, SIJp'8.
1'J Transcr'ipción d~ a q.,Jdicncia ecb-c el Fondo. $upra, pág. 7e,
tu Ve~, po- ejemplo, ESfljr;il(;l ",=1 "roblems dI} discriminación 81'1 centra de las ¡:JD!J,',:/(;;h:n"lSs Indfg(tnes (Vol. ....'l,

suare. t=Jdrretas ~ 97-.233 :estl.:dio de las NacioñGS Un:das}; U N- suo-comnüsston on Preventtot» ol Cisc,imiJ?lúror. ar.d
Protectton ot Minoririffs, indigeno¡Js Peopies ano the.: relstlonshit» to teca: secona pr<:Jgress reoort on th« working {J8per
proasre« bV t,.~rs. El'lca-Iren~ A. Caes, SPf!{;/;¡/ Ñ8/JlJ;;JrUlH. E.;CN.4/Sl.Jb. 2i19S'9.'~ 8 (3 J ....ne 19~5}. (Jár55. 10-18.

~ltI Una discl,J,;;i6n amplla V praciaa de ia relaci6n Que tienen varios derechos hurn"nos aflrrnados por el s'sterne
C1maricano ecr: la tié ...."a ind~g6,.,a se SiC..Jr}ntra fin el escrito de amictJ$ CUr18BS presentaac él la Cort~ por e, H..H""I.an fl"ghl5 L.;¡W

Grouo y e. Cantar for 'ritarnaticnal En\¡iro.,mer.ta,l La ....r,
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105 intereses que tlenen comunidades indígenas en tierras y recursos natu rales." !" la
aplicación de estas interpretaciones lleva a la conclusión que estos derechos, y en
consecuencia el Pacto en sí. han sido violados por a\ Estado en el presente caso. Además
es aparente que @1 Estado ha violado sus obligaciones como parte de la Convención
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, de acuerdo
a la interpretación que el Ccmíté sobre la Eliminación de Discriminación Racial de la ONU
ha dado a la Convención con relación a la tier~a tradicional lndíqena.l"

- c. Violación del derecho a un recurso judicial sencillo, rápido, V efectivo

-

-

~
•

-

-

94 . Sumado a la responsabilidad internacional del Estado en el presente caso es
su responsabilidad por violar el derecho a un recurso judicial senc illo. rápido y efectivo,
derecho afirmado por el artrco:o 25 de la Convención Arnerlcane. En dos ocasiones la
Comunidad Awas Tingni Intentó recurrir de amparo ante las autoridades judiciales
nacionales para proteger sus derechos sobre sus tierras y recursos naturales comunales,
pero ambos recursos resultaron en sentencias demoradas y neqativas.I'" Otro recurso de
amparo fue int erpuesto por 'os concejales Thompson y Smíth. a la solicitud de la
Comunidad, para anular la concesión a: SOLCARSA. Este recurso sí resultó en una
sentencia favorable, pero sólo después de: un tiempo alargado y el Est<ldo rehusó acatarse,
a la sentencia hasta después de otro período prolonqadc -'"

95. El artículo 25 de la Convención declara el "derecho a un recurso sencillo y
rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes , que la
ampare contra actos Que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la
Constitución , la ley o la presente Convención". Relacionado a esto es la afirmación del
artículo 8 que" [t l oda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro
de un plazo razonable , por un juez o tribunal competente, independiente e im parci al ... para
la determinación de sus derechos y obligaCiones de orden civil, laboral, fiscal u de cualquier

-
otro carácter". En la jurisprudencia de la Corte Americana se ha demostrado la importancia
fundamental un recurso sencilio, ráp ido : y efectivo para la protección de los derechos
humanos.'<~ Para los pueblos indrgenas, acceso a un recurso judicial efectivo es de,
especial importancia para el goce de sus 'derechos humanos, inclusive sus derechos sobre
tierras y recursos naturales, dadas las condiciones de vulnerabilidad en que normalmente
se encuentran por razones históricas y sociales actuales.V'

•
". Vh•• H.R . Co",m.. O,.,inav~1< Ch;el al the Lublcon ~~ke Band v . Canacla, Commun.cation No . • 67·1 984.

Ai45140, Annex 9'>\) 11990: top.icendo 01 art'cuto 27 p8t8 ali,mar clerechos sobre tierras traC:icio~ales;; H.fl:. cc-nm. ~ 'oncis

Hopu v, F r.n~e_ Comunieation No. 5Lgil 993. CCPR/CI60!~154SI1 993iRev. 1 (199 71 laffir:nardo los dereenc-s de gr~po

indrgena iob re ferrai ~ncestr8les con tase en los artículos 17 v 231; Concludir¡g Observarlons of I/¡a .4"m~n fligh,s
commate«: CS("Iada, CCPR/C,:79/Add. 135 :7 Aprl' 1999: /apl.ce,co el err. 1 M -libre deterrninació'" .:) tsvor d. IOi¡ pu-=':ll:;¡s
indfge ...as C~n rQlación i!I 15US t terres y recuracs nOturilIBS:, Un¡ll d ls:'-$i6n de e::.tas. y 01;r(H. :::l(e('€::l~nt~s se e-re ....e..,tra er- el
escrito de 8m¡CI.J~ curiae d.1 Ntltiora l COr"lgres$o t Ami:!r .ca""t lndlens, Véase ta :"nbié'1 VVess:"Ier , supra; A1aya & ....JiIIt Cl 11 S.

supra.
v- Véase CEAO, Indígeno"s Peoples: General ñecom. XXI//, CEP.O¡C;5 \ fMi. c . 13 IRe v .4 \1997 t.
" 6 Véase supo p~r(3Ios 46-50 I
j ' ~ Vi!(lIS soore, párrafos 5 4 -5 5. ~
1:lO Veesiji DQr1and;a d y !,'=J Ccrnlslérr, parrafos " 54-72 (cít ende la juris:;¡rudet"cia d-e :a. Cartel­
I t ' Véase escrto de smicus curtee de l Nettotrsl Congrass of Americen Indlans. p6g5 47-:0.
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96. En el presente caso, seg(m los criterios jurídicos pertinentes sentados por la
Corte V señalados por la Comisión en su demanda, se han configurado violaciones del
artículo 25 en tres sentidos.' 2.

97. Primero. la demora injustificada de los procesos. En cada intento de la
Comunidad de recurrir de amparo dentro de la jurisdicción nicaragüense. la Corte Suprema
de Justicia se demoró un año o más en pronunciarse sobre el recurso, 17 meses con el
primer recurso (de setiembre de 1995 a febrero dE:! 19971 Y 12 meses con el segundo
{desde noviembre de 1997 hasta noviembre 1998}.12J El lapso de tiempo hizo que la Corte
Suprema infringiera su propia ley de procedimiento, el que requiere que la CortP. falle sobre
un recurso de amparo dentro de 45 días. 124 No puede argumentllrse que la demora se debe
a la complejidad del caso o del procedimiento, ni que se debe a la conducta del recurrente .
En ambos casos la Corte Suprema rechazó el caso por ser supuestamente extemporáneo,
sin entrar al fondo del caso , y su rechazo fue con base en información a su disposición
desde el inicio del procedimiento. Con la demora de la Corte en estos dos casos, se le
negó a la Comunidad un recurso rápido para amparase de v iolaciones de sus derechos
sobre la tierra y recursos naturales.

98. Segundo, el rechazo de los recursos de la Comunidad con base en razones
de procedimiento inadecuadas y sin motivación suficiente. Los dos recursos de la
Comunidad fueron rechazados por ser supuestamerrte extemporáneos. sin niguna
consideración del fondo de las quejas planteadas. con base en razones ilógicas que sólo
pudieren ser expresadas con sentencias en las que fa ltaba motivación. En el primer caso
se calculó el tiempo para llegar a la presunción de consentimiento a la conces ión a
SOLCARSA, y a la resultante conclusión que el recurso en contra de esa concesión era
extemporánea, con referencia a una carta quejándose de la misma concesión; y en el
segundo caso se contó el tiempo desde la entrega de peticiones para lo protección de sus
tierras comunales, cuando los actos denunciados trataban sobre la persistente falta de
consideración de esas peticiones.P" Las curiosas sentencias declarando extemporáneos
los recursos están en términos conclusortcs , sin una motivación adecuada que demostrara
una consideración precisa de lo denunciado por los recursos. En el primer recurso se
denunciaron los procesos que llevaban al otorgamiento de la concesión a SOLCARSA, en
un momento cuando esos p t ocesos avanzaban y antes de que fuera otorgada la concesión :
aún así fue sumariamente declarado extemporáneo el esfuerzo de parar la conceslón.P'' En
el segundo recurso, la Comunidad denunció la subsecuente ratificación de la concesión por
el Consejo Regional de la RAAN y la colaboración del MARENA en esa ratificación; y
adicionalmente denunció el hecho que el Consejo Regional no habla dado trámite a su
solicitud de titulaciÓn .1Z7 Este recurso de amparo claramente fue interpuesto dentro del
término legal de 30 dlas del acto de ratificaci6n por el Consejo Regional, V la tarta de
tramitación de la solicitud de titulación era una condición que continuaba.P'' Sin embargo,
en su sentencia la Corte consider6 que el acto denunciado era slmpternente el otorgamiento

-
1:!2 VéasB Derr,(lndi:l de la CcmrsJOn, carratos 151-88. véese 18mbién loe critar;os jurdlcos certlnantes s43ialades

$n el eac-tro ce emscos CUf¡~& de! N ttticnnJ Congress ot Am';¡rlcan Ind,'ans. SLJpra.
• ~:¡ Véase $üptS, pérrafo..;; 46-50.
.,. Lev de Amparo . ~ey No , 49 : N i ca raO~i1 : , L. (jacet~ No. 241 \,88B I.
-ae Véase párrilfOs. 47 '/ 49 SUPIó'i ,

1:.,:: Véase derna-cs de le Comisión . pá,.,.afos ~ 58·62 v notas .
~ ::!j Recueae ce ,Amp¡Ho de ,ii1 ComJoidad Ma'lagnll ce Awas T irgni, en COO'Vi de miembrcs de C~r"lsej o Re~iOl"ltl

d. l. RAAN v funciona"os ~. MARENA , ,n: " ,pueilt <> el 7 da no:>v¡err,\;>r. de 19~7 Icit ado en al p{,rr5'o 48 suorsv .
:z; Véase párrafos 43·48 y r-otes. supra.
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de la concesión a SOLCARSA por el MARENA, algo que había ocurrido más de un ano
atrás. y algo de lo cual la Comunidad ten.a conocimiento como se constaba en sus
comunicaciones de más de un año atrás. '2~ El rechazo de los recursos de amparo con base
en tales razones, sin motivación adecuada. negó a la Comunidad un recurso judicial simple.
adecuado y efectivo con relación a su esfuerzo en contra de la concesión a SOLCARSA y
también con relación a su esfuerzo de lograr la demarcación y titulación de SL: tierra
comunal.

99. Tercero. el incumplimiento con la sentencia deelarando inconstitucional la
concesión a SOLCARSA. Aunque fracasaron ante los tribunales nacionales los dos
recursos de amparo interpuestos directamente por la Comunidad, la Corte Suprema se
pronunció a favor del recurso de amparo interpuesto por los concejales Thompson y Smith
a la solicitud de la Comunidad. La sentencia en el recurso interpuesto por Thompson y
Smith estableció la inconstitucionalidad de la concesión a SOLCARSA con base er. el
requisito de aprobación previa por el Consejo Regional del artículo 181 de la Constitución
de Nicaragua, y no con base en los derechos territoriales de la Comunidad Awas Tingni.
Sin embargo, la sentencia era claramente favorable para Awas Tingni. Pero el beneficio de
la sentencia que esperaba Awas Tingni y otras comunidades indígenas les fue negado
cuando el Estado persistió por más de un año en no cumplir con la sentencia. Al no
cumplir con la sentencia, e' Estado impidió la efectividad del recurso judicial, en perjuicio de
la Comunidad, ocasionando así una violación adicional del artículo 25 de la Convención
Americana . '30

100. La experiencia desafortunada que ha tenido la Comunidad Awas Tingni ante
los tribunales del Estado manifiesta la existencia de una condición general de gran
desventaja que las comunidades Indígenas de Nicaragua han sufrido ante las inst it uciones
judiciales del país. Como lo explicó el perito Lottie Cunningharn. el acceso a la justicia para
las comunidades indígenas de la Costa Atlántica. especialmente cuando se trata de sus
derechos colectivos tradicionales, ha sido poco o no-existente. Sumado a una situación de
instituciones judiciales débiles que afecta a todos los ciudadanos del país. están las
condiciones que afectan especialmente a las comunidades indígenas al respecto. Estas
condiciones incluyen la falta de conocimiento por los jueces de las particularidades de las
comunidades indrgenas y de sus derechos cotacrívos.!"

101. No es sorprendente que la Corte Suprema evitó pronunciarse sobre ios
derechos territoriales tradicionales de la Comunidad Awas Tingni. Cuando la Corte
finalmente declaró inconstitucional la concesión a SOLCARSA, lo hizo con base en una
regla de procedimiento que no tocara el asunto da propíedad indígena. Solamente una vez
se ha pronunciado la Corte Suprema de Nicaragua sobre el fondo de un reclamo basado en
la afirmación constitucional de la propiedad comunal indígena: fue en el caso de la
comunidad Rama Key antes citada,1J2 Pero esta sentencia vino s610 después de que el
presente caso llegara a la Corte lnteramericane y que empezare un elevado nivel de
escrutinio internacional sobre el comportamiento de los tribunales nicaragüenses hacia los

." Corte 5~prem. ce J~3t'cie. Sa la de lo Constituc lcnai. sMtenci. No. 163 del ~ 4 ce octubre da 199B. pago 9
IAnaxol.

" Jo) Véase 'Jem8nd~ de .a Corrus.c». páuafo3 . 173-88 '-/ notes.
131 T~a"'scripción de la audlencle ;,ob(Q e . Fondo. S~'¡;I8, pág . 176-76. ~ 85-86 {uec.erec-cn del Pil"ito cottie

Cu~ningha.,,) .
' l~ V~a!oe o~rr.fos 68, SU/Ha.
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pueblos indígenas. Aunque la sentencia de la Corte Suprema de Nicaragua en el caso
Rama Key es un acontecimiento favorable, el problema general de la falta de acceso a la
iustlcla persiste para los pueblos indígenas del país, y no ha cambiado el hecho que en el
caso concreto de Awas Tingni la Comunidad ha sufrido una falta de un recurso judicial
sencillo, rápido, y efectivo.

V. CONCLUSiÓN

102. l.os hechos comprobados en el presente caso muestran un patrón de actos y
omisiones en que el Estado ha seguido la triste historia de desconocimiento de la presencia
de los pueblos indfgenas y sus propias modalidades de propiedad. Y ahora el Estado
intenta defenderse con los mismos conceptos políticas y legales que han servido
históricamente para amparar ese desconocimiento, tal como el concepto de la necesidad de
un asentamiento f ijo , la preferencia para usos lntens'vos de la tierra y recursos naturales, y
la presunción que la tierra no titu lada por el Estado es t ierra del Estado a pesar de la
presencia indígena.

103. Afortunadamente, en la época moderna la comunidad internacional ha
rechazado aquellos conceptos de orígenes coloniales, y los rechaza la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos al reconocer y defender los derechos legítimos de
Awas T ingni sobre la tierra que ha usado y ocupado tradiciona lmente.

104. Por lo tanto, la Comisión concluye que el Estado de Nicaragua no ha
cumplido con sus obligaciones bajo la Convención Americana sobre Derechos Humanos. El
Estado ha rehusado actuar con probidad para demarcar las t ierras comunales de la
Comunidad Awas Tingni; tampoco ha tomado medidas efectivas que aseguren los
derechos de propiedad de la comunidad de acuerdo a su tenencia tradicional de tierra y
recursos naturales. Esta omisión por parte del Estado constituye una v iolación a los
articulas 1, 2 y 21 de la Convención, los cuales en su conjunto estebtecen el derecho a
dichas medidas efectivas. Los articulos ; y 2 obligan a los Estados a tomar !as medidas
necesarias para implementar los derechos contenidos en la Convención, y el artículo 21
reafirma el derecho a la propiedad.

105. El Estado de Nicaragua es responsable por violaciones al derecho a la
propiedad del artículo 21 en forma activa, al otorgar una concesión a la compañfa
SOLCARSA para realizar, en las tierras usadas y ocupadas por Awas Tingni. trabajos de
construcción de carreteras y explotación maderera. sin siquiera consultar con la
Comunidad.

106. Los hechos comprobados establecen la responsabilidad del Estado por
violaciones de otros derechos afirmados en la Convención Americana que se relacionan con
la tenencla de tierra tradicional indígena. Por sus actos y omisiones aquf soñalados, el
Estado ha negado a la Comunidad y sus miembros el pleno goc@ de sus derechcs a la v ida
(artículo 4), el derecho a la honra y dignidad (artículo 11), la libertad ce conciencia y de
religión (artículo 12), la libertad de asociaci6n (artículo 16), la protecci6n a la familia
(articulo 17) , el derecho a la circulación y residencia (artículo 22i, y el derecho a la
participación en asuntos de Gobierno y el derecho a petic ión (artículo 23}. Al ignorar y
rechazar la demanda territorial de la Comunidad. y al otorgar una concesión para
operaciones forestales a grande escala dentro de la tierra tradicional de la Comunidad sin
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tomar en cuenta sus intereses legítimos , el Estado violó una combinación de estos
derechos.

107. Finalmente, la Comisión concluye que el Estado de Nicaragua no garantizó un
recurso judicial efectivo para responder las reclamaciones de la Comunidad sobre sus
derechos a tierras y recursos naturales, en violac i6n al artículo 25 de la Convención.

108, Por las constderac'ones expuestas. la Comisión solicita respetuosamente a la
Honorable Corte que declare que el Estado de Nicaragua violó la Convención Americana en
perjuicio de la Comunidad Awas Tingni y sus miembros y, en consecuencia de esas
violaciones . la Corte deberá establecer tas reparaciones apropiadas en su oportunidad.

Anexo -Sentencia No. 163 de la Corte Suprema de Justicia . del 14 de octubre de
1998, rechazando el recurso de amparo interpuesto por la Comunidad A\vas Tingni en
contra de agencias del Estado .
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